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CUESTION  MUNICIPAL. 


El  Concejo  Departamental  lia  resuelto,  por 
acuerdo  de  17  del  corriente,  que  se  haga  una  edición 
de  todas  las  piezas,  documentos  y  antecedentes  re¬ 
lativos  á  la  presente  Cuestión  Municipal ,  con  objeto 
de  que  el  público  se  instruya  é  intelijencie  de  las 
causas  que  han  motivado  su  enjuiciamiento. 

Si  su  ardiente  amor  al  orden  público,  si  su 
decisión  de  sostener,  á  todo  trance,  el  imperio  de  la 
ley  y  las  instituciones,  impiden  al  Concejo  Depar¬ 
tamental  discutir  la  cuestión  fuera  de  los  límites  que 
el  derecho  y  las  formas  procedimentales  le  imponen, 
deber  suyo  es,  también,  dar  cuenta  á  sus  comitentes 
de  lo.$  motivos  que  han  orijinado  el  presente  con¬ 
flicto,  que,  ciertamente,  lamenta  el  Concejo,  no  poi¬ 
que  aquel  diga  relación  á  la  personalidad  de  la  Cor¬ 
poración,  si  no  por  los  resultados  que  pudieran  emer- 
jer  con  respecto  á  la  Institución  Municipal. 

Simples  mandatarios  de  un  pueblo,  deposita¬ 
rios  de  una  institución,  los  Concejales  de  la  Paz, 
lejos  de  todo  pensamiento  de  caudillaje  político,  al 
reclamar  contra  la  Suprema  Circular  de  2  de  Marzo 
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del  corriente  año,  no  lian  tenido  otra  mira  que  sal¬ 
var  la  institución  Municipal  del  naufrajio  con  que,  á 
juicio  del  Concejo,  la  amenaza  la  Circular  citada,  y 
devolver  á  sus  sucesores,  íntegro  é  ileso,  el  depósito 
sagrado  que  le  liabia  confiado  el  sufrajio  directo  del 
pueblo. 

La  atribución  10  del  art.  89  de  la  Constitu¬ 
ción,  hablando  de  atribuciones  Municipales,  dice: 
Recaudar ,  administrar  é  invertir  sus  fondos ,  & . 

La  atribución  5?  del  art.  15  de  la  ley  orgáni¬ 
ca  de  Municipalidades  repite:  Administrar ,  recaudar 
é  invertir  sus  fondos . &. 

Pero  el  art.  8?  de  la  Suprema  Circular  de  2 
de  Marzo  previene:  Los  Concejos  pasarán  sus  presu¬ 
puestos  en  doble  copia  para  el  de  Estado  y  para  el  Go¬ 
bierno  por  conducto  del  Ministerio  del  ramo ,  anotándose 
QUE  GASTOS  EXTRAORDINARIOS  FUERA  DE  PRESUPUES¬ 
TO  EN  MAS  DE  50  Bs.  NECESITAN  DE  LA  APROBACION 
DE  ÉSTE. 

Se  pregunta  ahora,  cómo  se  conciba  la  facul¬ 
tad  de  invertir  que  establecen  la  Constitución  y  la 
ley  orgánica,  con  la  obligación  de  pedir  permiso,  de 
obtener  aprobación  ajena,  que  impone  la  Circular 
del  Supremo  Gobierno? 

Puede  haber  duda  siquiera  respecto  á  la  in¬ 
compatibilidad  de  estos  dos  principios? 

Sin  embargo:  supongamos  aun  que  el  texto 
Constitucional  es  oscuro,  y  dá  lugar  á  diversas  in¬ 
terpretaciones,  ó  á  diferentes  modos  de  comprender 
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el  espíritu  de  ello;  pero,  á  dónde  está  el  art.  2?  de  la 
ley  de  21  de  Octubre  de  1871? — Quó  quiere  decir 
esto: — 

Art.  2?  Los  Concejos  Municipales  formarán  el 
cuadro  de  las  pensiones  que  están  asignadas  en  favor  del 
Municipio  sobre  el  Tesoro  público:  y,  de  acuerdo  con  e- 
lloSy  el  Supremo  Gobierno  podrá  señalarles  los  ramos 
fiscales  que  produzcan  una  cantidad  equivalente  á  dichas 
pensiones ,  consultando  la  independencia  para  su 

RECAUDACION  É  INVERSION?  ?  ? 

Ahora  bien,  la  Suprema  Circular  de  2  de 
Marzo  que  somete  á  la  aprobación  del  Gobierno 
los  gastos  municipales,  consagra  esta  independencia! ? 
Puede  ser  independiente  el  Municipio  que  depende  de 
la  aprobación  Suprema? 

Hó  ahí  la  cuestión  tal  cual  la  ha  concebido 
el  Concejo  Departamental,  y  lié  ahí  el  espíritu  de 
sus  reclamaciones. — Juzgue  el  país,  juzgue  la  Nación 
toda,  si  el  Concejo  de  la  Paz  ha  obrado  de  un  modo 
contrario  á  las  prescripciones  de  la  Constitución  al 
formular  sus  reclamos;  juzguen,  en  fin,  todos  los  que 
tienen  conciencia,  si  los  Concejales  de  la  Paz  han 
cometido  un  crímen,  ó  una  falta  siquiera  al  hacer 
presente  al  Supremo  Gobierno  que  sus  mandatos  son 
contrarios  á  la  Constitución. 

Entre  un  precepto  constitucional  y  un  acto 
administrativo  del  Gobierno  podia  vacilar  el  Con¬ 
cejo? — Podia  posponer  la  ley  y  su  conciencia  ante 
las  consideraciones  que,  ciertamente,  debe  al  Poder 
Ejecutivo?  (art.  104  de  la  Carta.) 
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llejístrese  la  historia,  aunque  corta,  pero  fe¬ 
cunda,  de  la  Institución  Municipal,  en  Bolivia;  estu¬ 
díese  en  la  carta  yen  tocia  la  Jurisprudencia  ad¬ 
ministrativa  nacional  el  principio  Municipal,  y  sé 
tendrá,  en  limpio  qué,  ahora  couio  ántes,  la  Constitu¬ 
ción  cómo  SUS  leyes  complementarias,  han  querido 
establecer  la  I N de peñ i > bn cía  Muiiiéipál,  respecto  al 
poder  Ejecutivo:  independenéia  anulada,  estinguida, 
suprimida  de  una  manera  absoluta  por  las  prescrip¬ 
ciones  dé  la  Circular  Suprema  én  Cuestión. 

El  Concejo  Departamental  no  ha  podido 
consentir  eii  ello. 

Si  és  respetuoso  á  la  ley  y  á  las  auto¬ 
ridades  constituidas  por  ministerio  de  ella;  si 
desea  con  empeñoso  anhelo  la  conservación  del  ór- 
den  público  y  la  paz  del  Estado;  si  condena  con 
indignación  todo  lo  que  tienda  á  perturbarlos,  no 
debió,  tampoco,  hacerse  cómplice  dé  una  violación 
constitucional,  no  debió  jamás  consentir  en  la  con¬ 
fiscación  dé  una  de  las  mas  preciosas  prerogativas 
dé  la  Democracia,  cual  es  la  independencia  Munici¬ 
pal,  vengan  dé  donde  fuese  las  tendencias  á  ello, 
aunque  sea  del  Supremo  poder  Ejecutivo  Nacional, 
á  quien — sea  dicho  de  paso — ha  manifestado  en 
todas  ocasiones,  el  Concejo  departamental  todo  de¬ 
ferente  respeto,  toda  decidida  adhesión. 

Aceptar  la  circular  Suprema  de  2  de  Marzo 
habría  sido  para  el  Concejo  Departamental  fuera  de 
un  delito  de  lesa  Constitución,  la  abdicación  de  sus 
propias  atribuciones  y  prerogativas  y  el  abuso  de 
confianza,  respecto  á  sus  man  dan  tés. 
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El  Concejo  Departamental  no  podía  asumir 
semejante  responsabilidad  y,  reclamó. 

Pero  reclamó  con  todo  el  respeto  que  se  debe 
á  los  que  están  encargados  del  ejercicio  de  unft  de 
los  altos  poderes  del  Estado;  cual  es  el  Supremo  Go¬ 
bierno,  con  todo  el  respeto  que  se  merecen  loé  actos 
y  la  palabra  oficial,  á  la  vez,  de  una  corporación  na¬ 
cida  del  pueblo  y  que  aboga  por  sus  intereses. 

En  seguida  se  cruzaron  algunas  comunicacio¬ 
nes  oficiales,  unas  con  motivo  de  liaberse  sometido  la 
cuestión  al  conocimiento  del  Consejo  de  Estado,  o- 
tras  con  ocasión  de  la  resolución  de  éste  de  Mayo  16 
del  año  en  curso. — Piezas  todas  que  corren  impresas 
á  continuación. 

Ajuicio  del  Concejo  Departamental,  la  legis¬ 
latura  ordinaria  era  la  única  autoridad  competente 
que  debia  poner  punto  á  la  cuestión. — Ñ o  se  trataba 
de  una  competencia  suscitada  entre  el  Gobierno  y  el 
Municipio,  se  cuestionaba,  sí,  sobre  la  intelijencia  do 
la  Carta,  para  lo  que,  sea  dicho,  el  Consejo  de  Esta¬ 
do  no  tiene  facultad  ni  atribución  alguna,  art.  45  de 
la  Constitución. 

Quién  podia  interpretar  la  Constitución  y  le¬ 
yes  que  la  complementan?— Era  el  Supremo  Gobier¬ 
no? — Ufo! — Era  el  Consejo  de  Estado? — Tampoco! — 
Pues  bien,  la  única  autoridad,  en  semejante  materia 
lo  era  el  Cuerpo  Lejislativo,  y  á  él  es  á  quien  debia 
someterse  la  cuestión. 

En  esta  intelijencia  el  Concejo  Departamen¬ 
tal  se  preparaba  con  estensos  trabajos  para  hacer  sus 
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alegatos  ante  el  Congreso,  cuando,  he  ahí  que  se  vé 
sorprendido  por  un  mandamiento  de  aprehensión, 
espedido  por  el  Sr.  Presidente  del  1er.  Tribunal  de 
Partido  en  el  juicio  que,  por  comisión  del  Sr.  Presi¬ 
dente  de  la  Corte  Superior  y  á  incitativa  del  Gobier¬ 
no,  se  sigue  hoi  contra  los  Concejales  que  suscribie¬ 
ron  las  reclamaciones  contra  la  circular  de  2  de 
Marzo. 

Al  frente  de  este  nuevo  conflicto,  el  Concejo 
Departamental  se  ha  limitado  h  declinar  de  jurisdic¬ 
ción,  porque  aun  no  existen  ni  están  establecidas, 
con  anterioridad  [art.  6?  de  la  Constitución]  las  for¬ 
mas,  el  modo  y  los  tribunales  para  deducir  y  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  de  los  Munícipes  por  de¬ 
litos  ó  faltas  cometidas  en  el  ejercicio  de  sus  funcio¬ 
nes  [art.  33  de  la  ley  orgánica.] 

La  Corte  Superior  de  Justicia  no  tiene  con¬ 
signadas,  entre  sus  atribuciones,  la  de  juzgar  á  las 
Municipalidades,  ó  á  los  Concejales. — El  decreto 
quedebia  determinar  la  forma  de  este  juzgamiento 
y  crear  ó  designar  el  Tribunal,  aun  no  está  espedido 
ni  formulado. 

El  Supremo  Decreto  dictatorial  de  24  de  Ene¬ 
ro  de  1859,  á  que  se  refiere  el  Sr.  Ministro  de  Go¬ 
bierno,  está  abrogado,  como  lo  están  el  sistema  Muni¬ 
cipal  de  la  dictadura  Linares,  para  el  que  fué  forma¬ 
do,  y  el  previo  administrativo ,  creado  en  21  de  Mayo 
de  1858,  de  que  aquel  hacia  parte. 

Quiere  decir,  que  para  juzgar  á  los  Munícipes 
no  hay  aun  f orgias,  ni  tribunales  establecidos  de 


antemano,  como  lo  exije  el  art  6?  de  la  Constitu¬ 
ción. — Hacer  juzgar  á  los  Munícipes  con  la  Corte  Su¬ 
prema,  por  virtud  de  un  decreto  dictatorial  abroga¬ 
do  por  el  réjirnen  constitucional,  es  exijir  un  tribunal 
especial,  como  si  se  creara  un  Consejo  de  guerra  pa¬ 
rajuzgar  delitos  comunes. 

El  Concejo  Departamental  no  puede  nunca 
aceptar  semejante  forma  de  juicio. 

El  Concejo  Departamental  defiere  á  la  inte¬ 
gridad  y  altos  conocimientos  del  Supremo  Tribunal 
de  Justicia  la  resolución  de  la  escepcion  de  falta  de 
jurisdicción  que  tiene  deducida,  y  libra  al  Cuerpo 
Lejislativo  la  santa  misión  de  salvar  la  Institución 
Municipal,  tal  cual  la  ha  concebido  y  establecido  la 
Constitución. 

El  Concejo  Departamental  que  no  teme,  ni 
puede  temer  los  resultados  del  juicio  criminal  á  que 
se  le  ha  sometido,  por  decoro  propio,  por  respeto  al 
juicio  á  que  se  le  quiere  someter,  por  injusto  é  im¬ 
procedente  que  le  parezca,  y  por  no  comprometer  la 
prudencia  y  el  respeto  á  que  está  obligado,  ha  nom¬ 
brado  para  sus  abogados  á  los  Señores  Dr.  Evaristo 
Valle  y  Dr.  J.  Kosendo  Gutiérrez,  encomendándoles 
la  defensa  de  su  causa. 

A  continuación  van  los  documentos  á  que  he¬ 
mos  hecho  referencia. 

La  Paz,  Agosto  20  de  1874. 
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BOLIVIA. 

Ministerio  de  Gobierno  y  Delaciones  Exteriores — Sa¬ 
cre,  Marzo  2  de  1874. 

Al  Señor  Presidente  del  Concejo  Municipal  de 
La  Paz. 

Señor. 

El  manejo  de  las  rentas  públicas  se  ha  hecho  constante¬ 
mente  con  sujeción  á  reglas  permanentes  que  vienen  corrobo¬ 
rándose. 

Por  medida  inicial  de  administración  ordenóse  presentá- 
ran  sus  fianzas  los  Tesoreros,  so  pena  de  perder  sus  destinos;.  y 
sucesivamente  se  ha  dicho,  las  pasen  en  testimonio  ántes  <Je 
tomar  su  cargo:  las  presenten  con  señalado  término:  deduzcan 
el  valor  libre  de  las  hipotecas  con  la  exhibición  de  los  docu¬ 
mentos  referentes:  manifiesten  el  último  pago  de  réditos  como 
una  de  las  pruebas  de  ese  valor  libre,  éstas  y  otras  son  las  dis¬ 
posiciones  legales  con  frecuencia  acentuadas  y  recordadas  por 
los  diferentes  Gobiernos,  á  las  que  se  añaden  los  procedimien¬ 
tos  de  calificación  tan  cuidadosamente  escojitados  y  los  de  san¬ 
ción  mediante  juicios  coactivos. 

La  entrega  de  fondos  á  las  Municipalidades  no  importó 
nunca  supresión  de  estas  garantías  que  hacen  parte  de  nuestra 
organización  legal. 

La  Constitución  del  39  les  concedió  la  administración  ó 
inversión  de  sus  caudales.  Las  leyes  que  aplicaron  este  artí¬ 
culo  determinaban  cuanto  era  preciso  sobre  la  responsabilidad 
de  los  jestores  y  seguridad  de  las  erogaciones;  todo  acorde  con 
los  Eeglamentos  fiscales. 

Procedió  lo  mismo  el  Estatuto  del  58.  La  Constitución 
del  61  restablece  los  términos  de  la  del  39  y  las  leyes  que 
los  ponen  en  ejecución  se  resúmen  en  esa  misma  solicitud  de 
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fianzas,  sanción  contra  I03  Administradores  y  subordinación  á 
la  Jurisprudencia  Fiscal. 

Nuestros  Reglamentos  vijentes  que  fian  puesto  en  planta 
lo  prescrito  en  la  Carta,  marcan  las  mismas  seguridades,  y  en¬ 
tre  ellas  la  de  responsabilidad  del  Presidente,  junto  con  la  del 
Tesorero:  el  Presupuesto  como  ley  de  todo  gasto:  la  Contabili¬ 
dad  según  reglas  corrientes  en  las  Oficinas  fiscales. 

Siendo  esa  la  órbita  leg¿it  del  Municipio  en  la  adminis¬ 
tración  de  sus  rentas;  y  por  cuanto  la  Constitución  atribuye  al 
Poder  Ejecutivo  la  facultad  de  dar  instrucciones  para  ejecutar 
las  leyes,  y  le  impone  jenéricaraente  la  vijilaucia  y  el  cuidado 
para  la  recaudación,  inversión  y  administración  de  los  bienes 
nacionales  y  las  rentas  públicas,  el  Presidente  de  la  República 
dispone: 

Io  Los  Concejos  y  Juntas  Municipales  abrirán  los  cargos 
á  que  hubiere  lugar  á  los  jerentes  de  sus  fondos  en  el  ejercicio 
pasado,  requiriendo  la  intervención  inmediata  del  Ministerio  fis¬ 
cal;  y  darán  una  doble  cuenta  de  sus  procedimientos  en  este 
orden,  al  Gobierno  y  al  Consejo  de  Estado. 

2°  Los  Concejos  y  Juntas  Municipales  pasarán  la  nómi¬ 
na  de  sus  Tesoreros  actuales  y  darán  conocimiento  de  la  cali¬ 
ficación  y  aceptación  de  sus  fianzas,  que  en  adelante  se  harán 
ostensivas  á  los  fondos  de  Instrucción. 

3o  Los  Concejos  pasarán  sus  presupuestos  en  doble  co¬ 
pia  para  el  de  Estado,  y  para  el  Gobierno  por  conducto  del  Mi¬ 
nisterio  del  ramo,  anotándose  QUE  GASTOS  EXTRAORDINA¬ 
RIOS  FUERA  DE  PRESUPUESTO  EN  MAS  DE  CINCUENTA  BO¬ 
LIVIANOS,  NECESITAN  DE  LA  APROBACION  DE  ÉSTE. 

4o  A  mas  de  los  balauces  mensuales  que  de  las  Juntas 
han  de  exijir  los  Concejos  y  de  los  que  éstos  deben  pasar  al  de 
Estado,  acompañen  copias-,  por  ló  menos  quincenales,  de  su  li¬ 
bro  diario  como  prueba  de  haber  cursado  en  el  sistema  de  Con¬ 
tabilidad  dispuesto  para  las  Oficinas  fiscales.  2 
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5o  Avisen  los  Concejos  de  los  antecedentes  que  hasta  la 
fecha  tuviesen  reunidos  para  formar  la  cuenta  jeneral  que  han 
de  presentar  al  Tribunal  de  Valores. 

Tales  son  las  prevenciones  que  el  Presidente  juzga  indis' 
pensables  en  resguardo  de  la  responsabilidad  del  Gobierno;  así 
como  de  la  de  los  Muuícipes.,  Su  aplicación  se  hará  efectiva  por 
todos  los  recursos  legales,  como  el  único  medio  de  evitar  erro¬ 
res  ó  faltas  de  administración  que  harían  nugatorios  y  mas  bien 
contradictorios  los  fines  que  se  ha  propuesto  la  ley,  entregando 
á  las  Municipalidades  las  cuantiosas  sumas  de  sus  propios  fon¬ 
dos  y  de  los  de  Instrucción  pública. 

Confía  el  Presidente  en  e)  notorio  civismo  de  U.  y  en  el 
de  sus  cólegas  para  la  positiva  é  inmediata  ejecución  de  estas 
instrucciones. 


Dios  guarde  á  U. 
FiUAS. 


Mariano  Baptista. 


Presidencia  del  Concejo  Municipal  del  Departamento — La  Paz, 
á  13  de  Marzo  de  1874. 

Al  Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Gobierno  y 


Relaciones  Exteriores. 


Señor. 


Profunda  ha  sido  la  impresión  que  ha  causado  al  Concejo 
Departamental,  que  tengo  el  honor  de  presidir,  la  circular  de 
2  del  corriente,  de  la  que  ha  sido  portador  el  presente  correo. 
Apenas  me  limito  hoy,  á  acusar  recibo  de  ella,  repitiéndome  del 
Señor  Ministro,  muy  atento  servidor. 


B.  Simbron. 
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Presidencia  del  Concejo  Municipal  del  Departamento — La  Paz, 
á  17  de  Marzo  de  1874. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Gobierno. 
Señor. 

El  Concejo  Departamental,  ha  formulado  su  reclamación 
conforme  á  la  minuta  orijinal  que  teDgo  la  honra  de  adjuntar 
al  Señor  Ministro,  para  que  se  digne  ponerla  en  conocimiento 
del  Supremo  Jefe  del  Estado. 

Dios  guardo  á  ti. 

ílerm  enejildo  Sim bron . 


Señor. 

De  algún  tiempo  á  esta  parte,  se  produce  una  serie  de 
disposiciones  de  la  administrocion  jeneral,  con  objeto  de  des¬ 
conocer  la  independencia  del  poder  municipal,  constituyéndolo 
en  cuerpo  sujeto  al  Gobierno.  Entre  estos  actos,  la  Suprema 
Circular  del  dia  2  de  los  corrientes,  ha  colocado  al  Concejo  De¬ 
partamental  de  esta  Ciudad,  en  el  penoso  pero  necesario  deber 
de  representar  la  necesidad  de  la  reforma  de  tales  medidas, 
suscitaudo  eu  caso  contrario,  la  competencia  de  la  Asamblea. 
Nacional,  única  á  quien  corresponde  esplicar  é  interpretar  el 
texto  de  la  Constitución  y  de  las  leyes,  en  cuya  fuerza  se  fun¬ 
da  y  descansa  el  Municipio. 

Investigando  la  filosofía  de  esas  disposiciones,  se  encuen¬ 
tra  en  un  oficio  del  Consejo  de  Estado  de  26  de  Enero  del  pre¬ 
sente  año,  rejistrado  en  el  “Réjimen  Legal“  de  6  del  presente, 
el  siguiente  fragmento: 


“  Debe  tenerse  presente  que  las  Municipalidades  no  son 
t(  poderes  políticos,  pues  no  participan  de  la  soberanía  que  es- 
“  tá  delegada  á  los  poderes  Constitucionales,  esencialmente 
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“  nacionales  y 'políticos.  Lo  que  se  quiere  llamar  Poder  Mu- 
“  üicipal,  es  solo  el  sindicato  ó  la  procuración  de  las  conve- 
“  nieucias  locales,  el  mandato  que  se  ejerce  en  beneficio  comu- 
“  nal.  Apoderados  de  este  carácter  no  ejercen  jurisdicción, 
“  autoridad  ó  imperio;  y  no  son  respetados  y  obedecidos  sino 
“  por  la  utilidad  que  procuran,  y  por  el  provecho  de  sus  jes- 
“  tiones  ante  los  verdaderos  Poderes  del  Estado.“ 

El  Sr.  Ministro  de  Gobierno  dando  recibo  en  la  misma 
fecha,  á  las  distintas  declaraciones  del  anterior  oficio,  concluye 
con  estas  palabras:  “Declárase  además,  en  principio,  que  el 
“  Poder  Municipal  es  un  sindicato  de  intereses  locales,  y  de 
“  ningún  modo  Poder  político. “ 

La  declaración  anterior,  no  sería  parte  á  menoscabarla 
autonomía  constitucional  del  Municipio.  El  Consejo  de  Estado 
no  lejisla;  dictamina  sobre  proyectos  de  ley  ó  reglamento  y  no 
sobre  las  prescripciones  constituyentes,  según  se  vó  en  la  atri¬ 
bución  3-  del  artículo  59.  (a)  El  Ejecutivo,  tampoco  puede 
arrogarse  la  esplicaoion  de  la  Constitución,  (b)  Juzgando  única¬ 
mente  de  la  exactitud  de  sús  juicios,  se  nota  que  al  negar  al 
Municipio  el  carácter  de  poder  político,  ha  confundido  la  defi¬ 
nición  del  artículo  34  relativa  á  los  poderes  jenerales  del  Es¬ 
tado,  con  la  que  se  merece  el  poder  local,  creado  autonómico 
y  reconocido  por  la  misma  Constitución  que  aquellos.  Ni 
se  puede  rejirla  por  una  definición  estraña  á  su  institución,  ni 
por  haherse  omitido  la  que  le  corresponde,  desconocer  las  con¬ 
diciones  de  independencia  con  que  fué  establecido 

Poder  sin  duda  inferior,  pero  homojeneo  con  los  otros 
poderes  centrales;  nacido  de  la  misma  fuente  del  sufrajio;  do¬ 
tado  de  la  misma  independencia,  puesto  que  ninguno  de  aque¬ 
llos  puede  minorarlo  .  ni  modificarlo;  asumiendo  á  un  tiempo 
el  carácter  lejislativo  y  ejecutivo  locales,  pues  como  el  uno  vo¬ 
ta  y  suprime  el  impuesto,  contrae  empréstitos,  sanciona  y  de- 
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roga  reglas  de  obligación  jenerat,  y  nombra  el  poder  judicial 
eu  escala  interior:  á  semejanza  del  atro,  ejecuta  por  sí  mismo 
sus  determinaciones,  (c)  Fuera  de  estos  caracteres  constitutivos, 
es  poder  auxiliar  de  la  administración  jeueral  en  cuanto  al 
censo,  á  la  estadística,  á  la  conscripción,  y  á  cuantas  delega¬ 
ciones  quisiera  conferirle  la  administración  jeueral  en  asuntos 
locales,  ampliando  la  descentralización  administrativa.  Es 
también  por  el  carácter  neutral  «político  de  sus  funciones  lo¬ 
cales,  el  poder  electoral  delante  del  cual  se  crean  y  renuevan 
los  poderes  jeuerales  del  Estado.  La  Constitución  le  concede 
todas  estas  facultades,  con  uua  confianza  que  ninguna  restric¬ 
ción  disminuye,  y  á  que  no  alcanzan  los  altos  poderes,  los  cua¬ 
les  cuentan  siempre  con  una  série  igual  ó  mayor  de  limitacio¬ 
nes,  al  número  de  atribuciones,  conferidas. 

La  doctrina  del  Consejo  de  Estado  afirma,  sin  embargo, 
que  “apoderados  de  este  carácter  no  ejercen  jurisdicción ;  au- 
“  toridad  ó  imperio,-  y  no  son  respetados  y  obedecidos  siuó 
“  ppr  la  utilidad  que  procuran,  y  por  el  provecho  de  sus  jes- 
“  tiones  ante  los  verdaderos  Poderes  del  Estado. “  Que  la  jes- 
tion  del  Municipio  tiene  lugar  ante  los  llamados  verdaderos 
poderes  del  Estado;  es  decir,  ante  el  Ejecutivo,  único  interesa¬ 
do  en  avasallarlo,  sería  funestísimo  á  las  libertades  públicas. 
Sujetando  la  Municipalidad  á  su  dependencia,  ocuparía  lójica- 
mente  el  vacio  de  su  autonomía:  lejislaría  con  la  jeueralidad 
que  alcanza  sobre  las  localidades,  y  pervertiría  la  función  e- 
lectoral  como  interesado  qre  es  en  las  luchas  parlamentarias. 
La  independencia  é  integridad  de  los  poderes  jeuerales,  que 
parece  resguardar  la  doctrina  del  Consejo  de  Estado,  quedaría 
alterada  con  el  crece  de  poderes  municipales  alcanzado  por  el 
poder  Ejecutivo. 

Como  consecuencia  do  tales  declaraciones,  la  circular  de 
Z  -de  ios  .'corrientes  ‘prescribe  •  varias  disposiciones  sobre  la  ad- 
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ministracion  de  las  rentas  municipales,  cuya  bondad  en  el  fon¬ 
do  no  cuestiona  el  Concejo;  pero  que  oponiéndose  á  la  autono¬ 
mía  municipal,  no  pueden  ser  aceptadas  como  reglas  obliga¬ 
torias. 

Al  Municipio  están  asignadas  como  atribuciones  prima¬ 
rias  ó  inalienables,  las  detalladas  estensamente  en  el  artículo 
89  de  la  Constitución;  consistiendo  textualmente  la  10a  en  la 
íácultad  de  recaudar,  administrar  é  invertir  sus  fondos; 
prescripciones  q.ue  quedarían,  reformadas,  iumiscuándose  el  E- 
jecutivo  de  cualquiera  manera  en  la  administración  financiero- 
municipab  En  el  ültimo  considerando  de  las  prescripciones 
de  la  circular,  cita  el  Señor  Ministro  la  íácultad  jenérica  que 
la  Constitución  atribuye  al  Poder  Ejecutivo  (atribución  25  del 
artículo  71)  de  cuidar  de  la  recaudación  ó  inversión  de  las  ren¬ 
tas  públicas,  conforme  al  presupuesto  nacional  y  demás  leyes, 
(d)  El  artículo  se  refiere  únicamente  á  bienes  y  presupuestos 
nacionales;  es  decir  jeuerales,  en  conformidad  con  actos  lejis- 
lativos,  de  cuyo  cumplimiento  está  siempre  encárgalo  el  Go¬ 
bierno.  Pero  las  rentas  y  propiedades  municipales  son  de  otro 
orden  y  de  otra  creación,  comprendidas  en  la  inviolabilidad 
con  que  las  ampara  el  artículo  88.  [ej  El  poder  Ejecutivo  je* 
neral  no  puede  administrarlas  ni  alcanzar  á  su  cuidado  con  la 
facultad  citada  por  el  Señor  Ministro.  Los  poderes  políticos 
son  correlativos;  y  no  se  puede  suponer  en  el  uno  la  ejecución 
de  impuestos  y  egresos  que  la  lejislatura  no  ha  decretado. 

Si  el  impuesto  municipal,  la  recaudación,  administración 
é  inversión  de  sus  fondos  son  atribuciones  constitucionales,  no 
alcanza  á  ellos  la  facultad  del  Ejecutivo  de  espedir  instruccio¬ 
nes  y  reglamentos  necesarios  á  la  ejecución  de  las  leyes,  que 
el  Señor  Ministro  invoca  también,  al  dictar  las  prescripciones 
de  la  circular.  La  reglamentación  de  la  Carta  fundamental 
del  Estado  es  lejislativa;  la  Constitución  se  desenvuelve  en  leyes 
orgánicas.  Cada  artículo  constitucional  es  como  el  título  de  u. 
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na  ley  orgánica;  y  las  leyes  orgánicas  son  como  los  capítulos 
que  desenvuelven  principios  constitucionales,  decía  con  tanta 
exactitud  como  celebridad  el  publicista  Rossi.  Solo  á  la'lejis- 
lacion  secundaria  y  central-admiuistrativa  se  refiere  la  facul¬ 
tad  de  dar  instrucciones,  requiriéndolo  la  necesidad. 

Es  houor  déla  léjislacion  política  de  Bolivia,  haber  croa¬ 
do  el  poder  local  en  las  cartas  del  39,  61  y  71  con  una  auto¬ 
nomía  á  que  no  alcanzaron  las  demás  de  la  América  del  Sud. 
Las  funciones  del  Municipio  en  aquellas,  están  detalladas  por 
completo  y  con  independencia  del  poder  jeneral;  en  tanto  que 
la  Constitución  del  Perú,  la  de  Chile  y  de  otras  secciones  u- 
nitarias,  relegan  á  la  ley  secundaria  la  organización  de  las  mu¬ 
nicipalidades  ó  las  someten  en  mucho  al  Gobierno.  La  vijen- 
te  hoy  en  Bolivia,  se  contenta  con  circunscribirla  en  la  esfera 
local,  á  fin  de  que  sea  útil  sin  ser  anárquica;  y  prefiriendo  in¬ 
currir  en  la  tacha  de  reglamentarla,  antes  que  en  la  de  expo¬ 
ner  la  institución  á  los  vaivenes  de  asambleas  ordinarias,  do¬ 
minadas  por  influencias  ministeriales,  ó  á  estatutos  orgánicos 
espedidos  dictatorialmente  por  el  Ejecutivo,  encuadró  al  Mu. 
nieipio  con  sus  mas  peculiares  condiciones  dentro  del  sagrado 
de  sus  prescripciones.  El  artículo  87  no  deja  á  la  ley  re¬ 
glamentaria  mas  espacio  que  el  que  no  comprometa  su  econo¬ 
mía  constitucional:  “número  y  elección  de  munícipes,  condi- 
“  ciones  para  ejercer  el  cargo,  duración  de  funciones,  medios 
“  y  modo  de  ejercerlas;^  lo  mas  accideutal  y  concreto.  La 
ley  reglamentaria  que  exeda  estas  condiciones  eS  inconstitu¬ 
cional;  y  si  ella  repite  las  atribuciones  constitucionales,  no  en¬ 
cargadas  á  la  ley  reglamentaria,  no  se  deduciría  que  la  copia 
la  sujeta,  desde  entonces,  á  la  condición  de  poder  ser  re¬ 
glamentadas  por  el  Ejecutivo.  Desde  que  el  artículo  87  dele¬ 
ga  cuestiones  determinadas  á  la  ley  reglamentaria,  prohíbe 
implícitamente  toda  léjislacion  gubernativa  sobre  el  munici- 
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])io.  Es  desautorizada,  es. nula  la  que  proviene  de. tal  oríjeu, 
conforme  al  artículo  33  (  f)  de  la  misma. Cobstitueion. 

Uno  de  los  artículos  dignos  de  mayor  el  ojio  en  Ja  Cons¬ 
titución  del  61  y  la  vijente,  tomado  de  la  do  Estados  .Unidos, 
es  aquel  que  declara  el  imperio  de  derechos  y  garantías  que 
sin  estar  enunciados  expresamente,  nacen  del  principio  de  la  so¬ 
beranía  y  de  la  forma  republicana  del  gobierno.  Dos  principios 
de  donde  emerjen  con  los  progresos  del  derecho  público,  nue¬ 
vas  como  numerosas  ideas.  La  ciencia  recibiendo  la  autoridad 
de  la  ley  y  el  derecho  de  obligar;  confundidos  el  publicista  y  la 
autoridad;  la  constitución  alcanzando  el  progreso.  Así  fuó  co¬ 
mo  el  nunea  bien  llorado  Presidente  Adolfo  Balliviau,  decía  en 
las  fiestas  solemnes  de  28  de  Julio  del  pasado  año:  “Como  di- 
“  putado,  periodista,  hombre  privado,  y  hoy  primer  magistrado 
“  de  la  nación,  he  creído  y  creo  que  la  libertad  y  descentrad - 
“  zacion  administrativa  son  una  misma  cosa.”  El  actual  Pre¬ 
sidente  de  la  República  nos  ha  prometido  inspirarse  en  los  ejem¬ 
plos  ale  su  antecesor,  teniendo  comprometida  ante  el  país,  la 
prenda  de  las  avanzadas  doctrinas  que  espuso,  como  diputado 
.  constituyente,  al  debatirse  la  forma  de  gobierno  en  1871.  El 
réiimen  federal  que  sostuvo,  uo  es  mas  que  el  término  do  de¬ 
senvolvimiento  descentralizalor  de  las  instituciones  locales.  Su 
escuela  política  es  promesa  de  respeto  á  la  independencia  mu¬ 
nicipal.  El  estado  de  la  ciencia,  y  las  uniformes  aspiraciones 
do  pueblos  republicanos  y  monárquicos,  están  en  favor  de  la 
descentralización  administrativa,  imposible  sin  la  autonomía 
municipal. 

Con  la  sección  9*  de  la  Constitución  termina  la  organiza¬ 
ción  de  los  poderes  jecorales,  estando  declarada  al  principio» 
por  el  artículo  34,  su  independencia  respectiva.  Las  siguien¬ 
tes  secciones  estatuyen  otras  funciones,  definiendo  en  cada  una 
de  ellas,  sin  equívoco,  la  dependencia  ó  independencia  de  las 
íuitoridades  creadas  ó  reconocidas.  La  sección  11  declara  al 
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Prefecto  dependiente  del  poder  ejecutivo,  ai  8  ub -prefecto  su¬ 
bordinado  al  Prefecto.  La  sección  12,  declara  la  fuerza  ar¬ 
mada  esencialmente  obediente.  ¿Cómo  es  q,ue  en  la  sección 
10,  reservada  á  la  institución  del  municipio,,  no  se  le  declara 
dependiente  de  ninguna  autoridad  del  poder  jeneral?  Los  Ajen¬ 
ies,  Juntas  y  Concejos  Municipales,  son  jerárquicos  entre  sí;,  pe¬ 
ro  la  Constituciou  no  somete  la  Municipalidad,  deseonapuesta  en 
aquellos  tres  órdenes,  á  ninguna  autoridad,  esterna  ó  .guberna¬ 
tiva.  Ni  seria  conveniente  intentarlo,  sin  romper  la.  Carta,  y 
hacer  zozobrar  otra  vez  mas  la  fé  constitucional,  causa  de  la  de¬ 
cadencia  en  que  se  educa,  á  Bolivia,  en  medio  de  la  prosperidad 
de  naciones  hermanas  y  vecinas.  Seria  una  labor  desapiadada. 

De  estas  consideraciones,  pasa  el  Concejo  á  concretar  las 
cuestiones  que  surjan  de  la  circular  del  dia  2.  Las  rentas  y 
propiedades  municipales  son  tan  inviolables  como  las  de  todo 
boliviauo,  dice  el  art.  88  de  la  Constitución  (g);  y  el  derecho  de 
propiedad,  segnn  el  10,  consiste  en  el  de  usar  y  disponer  de  sus 
bienes  (h),  siendo  la  municipalidad  el  mandatario  de  la  localidad, 
á  quien  en  realidad  pertenecen.  Obligada  á  someter  á  la  apro¬ 
bación  del  Consejo  de  Estado  y  al  Gobierno  sus  presupuestos 
ordinarios,  y  á  la  del  Miuisterio  del  ramo  todo  gasto  extraordi¬ 
nario  que  pase  de  cincuenta  bolivianos,  deja  de  ser  mandataria 
independiente  para  ser  sustituida  por  el  gobierno.  Fuera  del 
sueldo  de  sus  empleados,  la  municipalidad  se  ocupa  principal¬ 
mente  de  obras  públicas  á  medida  de  su  necesidad  eventual  y 
sucesiva;  por  consiguiente  estos  gastos  no  pueden  ser  presu¬ 
puestados  ordinaria  y  anticipadamente,  como  sucede  con  los 
gastos  nacionales.  Quedaba  paralizada  su  actividad,  en  tanto 
que  al  través  de  centenares  de  leguas,  y  por  correos  de  tan  len¬ 
ta.  comunicación,  viniera  el  accésit  del  gobierno.  Aprobación 
que  supone  deliberación  y  que  reduce  á  la  municipalidad  á  sim¬ 
ple  iridicadota  de  les  gastos.  3 
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Lo  mas  injustificable  en  el  particular,  es  la  responsabili¬ 
dad  pecuniaria  de  los  concejales,  declarada  en  el  resúmen  ó  fi¬ 
nal  de  la  circular.  Cargados  de  la  responsabilidad  del  gasto  uo 
consentido  por  el  Ministro  de  Estado,  los  Representantes  loca¬ 
les  del  pueblo,  tan  inviolables  por  el  voto  del  presupuesto  mu¬ 
nicipal,  como  lo  son  los  diputados,  en  la  esfera  jeneral,  por  la 
facción  del  presupuesto  nacional.  El  mandato  mas  augusto  re¬ 
ducido  á  asechanza  de  la  fortuna  de  la  familia,  de  la  vejez,  de  la 
heredad  de  los  hijos;  y  el  Ministerio  fiscal  ú  otros  ajen  tes  de  la 
administración,  convertidos  en  coactores  de  una  liquidación 
mas  inesperada  que  la  quiebra  de  la  persona  caucionada.  La 
miseria  en  recompensa  del  servicio  asiduo  y  gratuito  de  los  in¬ 
tereses  del  vecindario,  aunque  las  rentas  déla  ciudad  se  hubie¬ 
ran  empleado  en  la  misma  ciudad.  Esta  es  la  lejislaeiou  de  la 
circular  envuelta  en  conceptos  que  sospechan  ó  imputan  la  mal¬ 
versación  délos  caudales  del  Municipio. 

En  donde  quiera  que  se  manejan  los  dineros  de  otro,  hay 
responsabilidad  para  los  contadores;  pero  los  concejales  no  de¬ 
sempeñan  funciones  de  contabilidad.  La  facultad  de  votar  gas¬ 
tos  uo  implica  responsabilidad  pecuniaria.  La  municipalidad, 
es  mas  bien  á  quien  corresponde  fijar  la  responsabilidad  de  sus 
administradores. 

El  Concejo  Municipal  habrin  dimitido  en  masa,  confor¬ 
mándose  al  deseo  unánime  que  hizo  nacer  la  lectura  de  la  cir¬ 
cular,  si  su  mandato  emanara  del  Gobierno.  En  tanto  que  se 
sirva  reconsiderar  ésta,  como  otras  disposiciones  del  Ministerio 
de  Iustrueeiou  pública,  ó  someta  la  competencia  contenida  en 
este  acuerdo  á  la  Asamblea  uaeional,  llamada  á  resolver  la  duda 
constitucional,  que  implican  las  declaraciones  del  Consejo  de 
Estado  y  las  disposiciones  del  Gobierno,  el  Coueejo  Municipal 
del  Departamento  de  La  Paz,  queda  en  posesión  de  las  funcio¬ 
nes  únicamente  constitucionales  y  legales  de  que  se  halla  en¬ 
cargólo,  sin  aceptar  ninguna  de  las  disposiciones  reclamadas. 
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El  Concejo  no  quiere  terminar  este  acuerdo  sin  protes¬ 
tar  de  su  adhesión  inalterable  al  órden,  en  el  sentido  de  que 
no  se  concibe  órdeu  público,  sin  el  imperio  de  la  Constitución 
y  de  las  leyes.  Sala  de  Sesiones  del  Concejo  Municipal  de  La 
Paz,  á  1?  de  Marzo  de  1874. 

Hermenejildo  Simbron — José  Víctor  Perez — Emilio  Sil¬ 
va — Bruno  Salmón — José  E.  de  Guerra — José  Carmen  Yenegas 
— Tosé  Ramón  Mas — Isaac  Tamayo — Julio  Mendez — Vicente  Her¬ 
rera — Canuto  Querejazu — José  Durandeau. 


Ministerio  de  Gobierno  y  Relaciones  Exteriores — Su¬ 
cre,  Abril  3  de  1874. 

N?  9. 

Al  Señor  Presidente  del  Concejo  Municipal  de 
La  Paz. 

Señor. 

El  oficio  protestatorio  de  ese  Concejo  de  17  de  Marzo, 
N9  12,  recibido  por  el  anterior  correo,  se  pasa  el  dia  de  hoy 
al  Consejo  de  Estado,  en  conformidad  con  la  atribución  6a  del 
artículo  59  de  la  Carta.  Lo  que  comunico  á  U.  para  su  cono- 
miento,  renovándole  las  espresiones  de  mi  perfecta  considera¬ 
ción. 

Dios  guarde  á  U. 

Mariano  Baptista. 


Presidencia  del  Concejo  Municipal  del  Departamento — La  Paz, 
á  14  de  Abril  de  1874. 

Al  Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Gobierno  y 
Relaciones  Exteriores. 
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Señor. 


Informada  la  Corporación  :qW  pasosido,  de  babeare  some- 
tídé  á  la  resol  ficion  del  Consejo  de  Estado,  la  reclamación  sus- 
di’ífca  por  la  totalidad  dé  sus  miembros,  en  defensa  de  la  au¬ 
tonomía  municipal,  me  encarga  representar  de  este  procedi¬ 
miento,,  al  Señor  Ministro,  en  los  términos  siguientes. 

El  inciso  6°  del  artículo  59  de  la  Constitución,  atribuye 
al  Consejo  de  Estado  la  facultad  de  dirimir  competencias  sus- 
citadas  entre  autoridades  políticas  y  corporaciones  munieipar 
les  de  cualquiera  denominación.  La  competencia  negada  por 
la  reclamación  al  poder  Ejecutivo  y  al  mismo  Cousejo  de  Es¬ 
tado*  para  interpretar,  modificar  y  reglamentar  la  Constitución, 
alterando  la  institución  municipal,  no  puede  ser  objeto  de  las 
decisiones  del  Consejo  de  Estado,  conforme  á  la  atribución 
citada  en  el  oficio  á  que  tengo  el  honor  de  responder. 

La  mente  del  Concejo  Municipal  de  La  Paz,  no  ha  sido 
disputar  al  poder  Ejecutivo  atribución  alguna.  La  competen¬ 
cia  implica  identidad  de  facultad  ó  jurisdicción  debatida  en¬ 
tre  los  del  conflicto.  Representar  la  extralimitacion  contra 
los  actos  de  cualquier  poder,  no  es  suscitarle  competencia, 
si nó  diriji ríe  reclamación.  Tal  es  el  caso  de  la  minuta  suscri¬ 
ta  y  elevada  el  17  del  pasado,  no  siendo  aplicable  la  inter¬ 
vención  deí  Consejo  de  Estado,  en  los  términos  del  inciso  6* 
del  articulo  59  de  la  Ley  fundamental. 

Reitera  al  Señor  Ministro  las  consideraciones  de  estima 
— su  respetuoso  servidor. 


Hermenegildo  Sinibron. 


En  la  reclamación  protestatoria  que  ha  dfrijidó  al  Go¬ 
bierno  el  Concejo  -Municipal  de  la :Pa?,  contra  la  Circular  de 
2  de  Marzo  ultimo,  rse  ha  resuelto, lo  : siguiente. 


Consejo  dé  Estado. — Súcre  Abril  25 '  de  V$ti. 

Vista  la  reclamación  del  Concejo  MuuiCifúdde  la  Paz, 
en  que  se  espresa  indeterminadamente  haberse  producido  una 
série  de  disposiciones ' administrativas  desconociendo  la  inde¬ 
pendencia  municipal, 

Que  la  Suprema  Circular  de  2  de  Marzo  último,  le  colo¬ 
ca  en  el  caso  de  representar  la  necesidad  de reformarl as,  sus¬ 
citando  en  caso  contrario  la*  competencia  de1  la -Asámbléa  Na¬ 
cional*  y: 

Que,  entre' tanto  se  reconsideré  dicha  Circular,  ó  se  so¬ 
meta  la  competencia  á!  la  Asamblea  Nacional;  no  acepta ;  nin¬ 
guna  dentales  disposiciones. 

Visto  también  el  oficio  anexo  de  S  de  los  corriente^  en 
qne  se  somete  el  astuito,'  pór  el  Ministerio  de  Gobierbo,  al  co¬ 
nocimiento  y  resolución  del  Consejo  de  Estado. 

Considerando:  que1  la  competencia  suscfteiiía  rio  está?  pre¬ 
vista  entre  las  que  debe  dirimir  el  Poder  Lejishitivo’,  cdtifórm'e 
al  inciso  20  del  artículo  45  de  la  'Constitución. 

Considerando:  que  las  competencias  en  guarda  do  los 
intérdses  locales  de  los  municipios,  no  sbtf  cónfiicto's  nacio¬ 
nales,  y  están  ffcrerá  dé  la  incumbencia  de  la  Representación 
Nacional;  cómo  sucedeila -también  bajo  el  Réjimen  federativo. 

Considerando:  que  el' olvido  dé  las  prescripciones  de  la 
íiey  Fundamental',  hace  presumir  que  no  se'  desconoce  ex  pro- 
/dso  da  jurisdicción  Constitucional  del  Consejo  de  Estado. 

Considerando:  qúe  reconociéndola  por  su*  parte  el  Poder 
Ejecutivo,  pueden  suplirse  las  omisiones  del  Derecho  Público 
Gonetitücional. 

Considerando:  que  aunque  los  Munícipes  de  la  Paz  la 
negasen  ex  profeso,  man  teniendo;  la  improcedencia  de  su  recur¬ 
so  4  la ;  ¿Vsamhiea,  e>$- iaeMible  él  ejercicio  de  -esa  jurisdicción 
por  ser.  deérde  n  público .  >  -  ' 
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Considerando  finalmente:  que  la  competencia  suscitada 
es  d efacto,  de  la  incumbencia  del  Consejo  de  Estado,  confor¬ 
me  á  la  atribución  6a  del  artículo  59  de  la  Constitución,  sien¬ 
do  soberanas  sus  resoluciones  cuando  procede  como  al  presen¬ 
te,  en  el  desempeño  de  sus  funciones  constitucionales,  se  de¬ 
clara  que  tiene  jurisdicción  privativa  para  dirimir  dicha  com¬ 
petencia. 

Y  por  cuanto  es  menester  se  resuelva  eu  el  fondo  la  re¬ 
clamación  contra  la  Suprema  Circular  de  2  de  Marzo. 

Considerando:  1?  que,  en  defecto  de  la  Ley  Reglamenta¬ 
ria  de  Municipalidades,  se  invistió  al  Ejecutivo  con  la  autoriza¬ 
ción  lejislativa  de  21  de  Octubre  de  1871;  2o  que  ha  hecho  uso 
de  ella  espidiendo  el  Reglamento  de  29  de  Octubre  del  mismo 
año;  3?  que  la  Suprema  Circular  de  2  de  Marzo  último  se  limi¬ 
ta  á  corroborar  las  disposiciones  de  dicho  Reglamento,  y  es 
conforme  á  los  incisos  2?  y  25  del  art.  71  de  la  Constitución; 
4?  que  mientras  no  se  declare  la  inconstitucionalidad  de  la  ley 
de  21  de  Octubre  de  1871,  por  quien  pueda  hacerlo  Constituciu- 
nalmente,  es  menester  respetarla,  tal  como  la  dió  la  Asamblea 
Constituyente^  5°  que  el  Sunremo  Gobierno  la  ha  ejecutado 
conforme  al  espíritu  del  art.  87  de  la  Constitución  y  demás 
artículos  relativos,  atendiendo  al  réjimen  político  de  la  Repú¬ 
blica;  6?  que  corresponde  al  Cuerpo  Lejislativo  censurar  la  ma¬ 
nera  con  que  se  haya  hecho  uso  de  aquella  autorización  lejis¬ 
lativa;  7o  (que  prescindiendo  de  la  conformidad  de  la  Circular 
á  los  artículos  1°,  16  y  18  de  la  Ley  Orgánica  Financial  y  al 
Reglamento  de  Municipalidades,  incisos  6°  y  8o  del  artículo  15, 
16,  incisos  5?  y  8?  del  artículo  y  artículos  19,  20,  21,  22, 
23  y  33),  no  hay  otro  Cuerpo  constituido  ó  Corporación  ofi¬ 
cial  á  quien  la  Carta  hubiese  atribuido  el  mismo  derecho  de 
censura  respecto  á  los  actos  del  Supremo  Gobierno;  8?  que 
el  Consejo  de  Estado,  al  dirimir  las  competencias  entre  los  Con¬ 
cejos  Municipales  y  las  autoridades  políticas,  se  contrae  á  man- 
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tener  los  límites  constitucionales  de  su  peculiar  esfera;  9o 
que  en  tal  sentido  juzga  no  haberse  menoscabado  ninguna  de 
las  atribuciones  de  las  Municipalidades  por  la  Circular  recla¬ 
mada,  siendo  infundada  la  competencia  que  se  suscita;  10°  que, 
en  su  virtud,  el  Concejo  Municipal,  sin  incurrir  en  desafuero, 
no  ha  podido  hacer  uso  del  derecho  de  petición.  . 

Portante,  se  resuelve:  que  es  inconstitucional  la  recla¬ 
mación  protestatoria  contra  la  Circular  de  2  de  Marzo  último, 
¿a  cual  debe  cumplirse.  Tómese  razón,  trascríbase  al  Concejo 
Municipal  de  la  Paz  y  devuélvase  al  Supremo  Gobierno. — José 
Manuel  del  Carpió— Manuel  M.  Gómez,  Consejero  Secretario. 

- - -  «¿¿gg»  <a  i — ■  ■  - - - 


A  NOMBRE  DE  LA  LEI. 

Presidencia  del  1  er.  Tribunal  de  Partido —  La  Paz,  A- 
gosto  17  de  1874. 

Mando  al  portero  alguacil  del  Primer  Tribu¬ 
nal  de  Partido  ó  á  cualquier  otro  ájente  de  la  fuerza 
pública  de  esta  Ciudad,  para  que  aprehenda  y  ponga 
á  disposición  de  la  Presidencia  de  este  Tribunal  á 
los  Señores  Munícipes  de  la  lista  adjunta,  domicilia¬ 
rios  de  ésta,  á  efecto  de  que  presten  sus  declaracio¬ 
nes  indagatorias,  en  el  sumario  que  se  les  instruye, 
por  haber  desobedecido  el  tenor  de  la  Suprema  Cir¬ 
cular  de  2  de  Marzo  último  y  la  resolución  de  fs.  24 
dada  por  el  Consejo  de  Estado,  dirimiendo  la  compe¬ 
tencia,  en  uso  de  la  atribución  6?  del  art.  59  de  la 
Constitución:  — Hermenejildo  Simbron — José  Víctor 
Feroz — Emilio  Silva — Isaac  Tamo  yo — José  C.  Ye- 
liegas — Julio  Méndez — Vicente  Herrera — Bruno  Sal- 


mon — -Qnn Cito  Quero  jazn— José  E.  de  (rireri  a— José 
Duranclean. — Requiero  á  todo  depositario  de  la  fuer¬ 
za  publica,  para  que  preste  todo  el  auxilio  que  fuere 
necesario  para  la  ejecución  de  este  mandamiento. — 
La  Paz,  Agosto  17  de  1871.  — P.  O.  del  8.  P. — Fran- 
cisao  Meliton  Chave*. — Ensebio  Vargas,  Secretario. — 
En  diez  y  odio  del  que  rije  y  horas  ocho  de  la  ma- 
«ana  hice  saber  el  mandamiento  de  aprehensión  h 
los  Señores  M  unícipes  que  suscriben— certifico: — Ma¬ 
nuel  Veíanle - — n.  slviMrqn— emilio  silva— i.  Cama¬ 

yo-canuto  QUEREJAZU— JOSÉ  E.  DE  GUERRA— JOSÉ  C.  VE- 
NÉGAS  —JOSÉ  V.  PEREZ— JOSÉ  DÜRANDEAU—  VICENTE  HER¬ 
RERA. 

ACUERDO  DE  LA  MUNICIPALIDAD. 


Pesien  extraordinaria  del  «lia  14  de  Agosto 

de  1-874* 

En  la  Ciudad  de  la  Paz,  á,  horas  doce  del  del  día  14 
de  Agusto, de  1874,  se  abrió  la  sesión  extraordinaria,  Con  a- 
sistéiíeia  de  los  Señores  M  unícipes  anotado  al  inárjen. 
Asistieron—  Sinibvon,  Perez,  Tanmyo,  Guerra,  Venegas,  Arce, 
Qudrejazu,  Herrera,  Duran  deán,  Gutiérrez  y  T.  Camacho. 

El  Señor  Presidente  plisó,  en  c  Diiocimiento  del  Concejo, 
el  aviso  que  había  recibido  acerca  de  un  requerimiento  del 
Señor  Fiscal  Jeneral,  para  el  enjuiciamiento  deí  Concejo,  con 
motive  de  la  nota-icclamacion  dirijida  contra  la  Circular  del 
.Ministerio  de  Gobierno  de  2  de  Marzo.  El  Concejo  después  de 
una  deliberación  resolvió  nombrar  á  los  Señoras  Doctores  E- 
varisto  Valle  y  Jose.R.  'Gutiérrez  como  Abogados,  defensores 
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en  la  causa,  y  autorizó  al  Señor  Presidente,  para  que  en  su 
representación  haga  todas  las  peticiones  que  correspondan. 

Con  lo  que  terminó  la  sesión,  firmando  el  Señor  Presi¬ 
dente  con  el  Secretario  suscrito,  de  que  certifico: 

H.  Simbron.— -Isaac  Tamayo,  Secretario. 


Señor  Presidente  dél  Tribunal  de  Partido. 

Por  sí  y  á  nombre  de  la  corporación 
que  representa,  pide  se  suspenda 
todo  procedimiento,  mientras  se  re¬ 
suelva  la  excepción  de  incompeten¬ 
cia  que  tiene  deducida. 

Hermenejildo  Simbron,  Presidente  del  Concejo  Depar¬ 
tamental,  por  mí  y  á  nombre  de  la  corporación  que  represen¬ 
to,  con  el  acuerdo  que  en  copia  certificada  acompaño,  ante 
el  Señor  Presidente  del  Tribunal  I.  °  de  Partido,  digo:  que 
yó  y  los  demas  miembros  del  Coucejo  hemos  tenido  noticia 
de  que  exi  áte  un  sumario  que  U.  organiza  por  comisión  de  la 
Corte  Suprema,  la  que  ha  creido  deber  proceder  así  á  inci¬ 
tativa  del  Señor  Miuístre  de  Gobierno,  por  suponer  éste,  qüé 
la  corporación  que  represento,  yo  inclusive,  hemos  incurrido 
en  la  sanción  de  los  artículos  214  y  3S0  del  código  penal. 

No  es  tiempo  ni  ocasión  oportuna  de  esclarecer  los  he¬ 
chos  y  patentizar  la  verdad  dé  que  el  Concejo  departamen¬ 
tal  en  los  acuerdos  sindicados  de  facciosos,  no  ha  traspasado 
en  un  solo  ápice  la  esfera  legal  de  sus  ■  atribuciones,  soste¬ 
niendo  simplemente  aquello  que  ha  creído  de  su  de'recho  con 
arreglo  á  la  Constitución  y  á  su  ley  orgánica;  pero  si  bien 
los  individuos  que  lo  componen  no  temen  ni  pueden  temer 
las  Consecuencias  dé  un  juicio  cualquiera; ■  si'  rúas  bien  se 
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honran  de  verse  perseguidos  por  haber  defendido,  con  la  ley 
en  la  mano,  los  fueros  y  prerogativas  del  municipio;  si  tanto 
como  funcionarios,  cuanto  como  particulares  están  dispuestos 
á.  dar  ejemplo  de  respeto  y  sumisión  á  la  ley  y  á  la  justicia; — 
no  por  eso  pueden  consentir  en  ser  juzgados  de  una  manera 
especialísima,  por  un  tribunal  (aunque  sea  el  Supremo)  sin 
jurisdicción  legal,  determinado  post  fado  por  la  sola  volun¬ 
tad  del  Ejecutivo,  sin  que  la  incitativa  de  este  haya  sido  si¬ 
quiera  comunicada  por  el  órgano  legal;  no  pueden  resignar¬ 
se  á  ser  juzgados  por  hecho  que  no  estén  señalados  como  de-» 
Utos  en  la  ley  penal  y  existiendo  incompetencia  absoluta  do 
parte  del  tribunal  a  quo  para  conocer  en  la  materia  y  para 
proceder  contra  nosotros. 

No  entro,  Señor  Presidente  del  Tribunal,  en  la  esposi- 
cion  de  los  fundamentos,  en  los  que  apoya  el  Concejo  la  ex¬ 
cepción  de  incompetencia  que  llevo  indicada,  penque  la  na¬ 
turaleza  de  ella  nos  obliga  á  mí  y  á  mis  cólegas  á  recurrir 
directamente  ante  la  Suprema  Corte  (art.  °  421  del  Procedi¬ 
miento  Criminal),  recurso  en  el  cual  espotidremos  cuanto  lo  a- 
poye  en  sentir  nuestro. 

Asi  que  me  limitaré  á  indicar  de  lijero  las  razones  le¬ 
gales  en  que  se  ha  tundado  la  declinatoria.  Son  las  siguien¬ 
tes. 

El  decreto  de  24  de  enero  de  1859,  del  que  ha  querido 
dediacir  el  Ejecutivo  la  competencia  de  la  Corte  Suprema  pa¬ 
ra  juzgar  al  Concejo,  está  derogado.  Dicho  decreto  tiene  por 
objeto  especial,  reglamentar  el  modo  como  debía  ejercerse  el 
previo  administrativo ,  entónces  vijeute,  cuando  se  tratara  de 
enjuiciar  á  los  cuerpos  municipales.  Y  bien,  el  previo  admi¬ 
nistrativo  está  abolido  espresamente  por  el  art.  °  2.°  de  la 
ley  de  9  de  agesto  de  1861. 

Ese  decreto  ademas  era  complementario,  parte  inte- 
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grante,  por  decirlo  asi,  del  Reglamento  Orgánico  de  las  muni¬ 
cipalidades  creadas  por  la  dictadura  Linares  en  decreto  de 
24  de  mayo  de  1858.  Dicha  organización  municipal  y  los 
reglamentos  que  la  crearon  cayeron  por  entero  con  la  nueva 
y  muy  distinta  organización  dada  á  los  Concejos  municipales 
por  la  sección  1.  p  de  la  Constitución  de  1861  y  por  el  Re¬ 
glamento  de  municipalidades  de  15  de  agosto  del  mismo  año. 

Posteriormeme  aun,  ésta  ley  ha  caido  por  tierra  con 
los  nuevos  principios  bajo  cuya  aplicación  se  han  establecido 
los  actuales  Concejos  por  la  Constitución  de  1871,  vijente,  y 
por  el  Reglamento  de  29  de  Octubre  del  mismo  año,  espe¬ 
dido  con  arreglo  á  ley  especial  de  autorización.  Este  regla¬ 
mento  que  es  la  única  ley  vijente  hoy  dia,  ese  reglamento  que 
es  la  Constitución  del  municipio,  dice  terminantemente:  “Un 
decreto  especial  determinará  la  forma  y  el  modo  de  hacer  e- 
fectivas  las  responsabilidades  en  que  incurrieren  las  munici¬ 
palidades  en  el  ejercicio  de  sus  junciones“ — Disposición  cla¬ 
ra,  explícita,  que  deroga  de  una  manera  perentoria  el  decreto 
de  24  de  enero  del  57  }  reserva  para  un  decreto  posterior 
la  forma  y  modo  de  enjuiciar  á  las  municipalidades. 

Sí,  com  >  lo  h  i  demostrado,  no  existe  el  decreto  de  24  de 
Euero  de  1859,  se  vé  que  la  Corte  Suprema  carece  de  jurisdic¬ 
ción  para  enjuiciarnos.  Ella  no  puede  emanar  de  la  designa¬ 
ción  ó  incitativa  del  Ejecutivo;  porque  la  facultad  de  juzgar 
debe  ser  anterior  al  hecho  que  se  juzga;  y  el  art.  6?  de  la  Cons¬ 
titución  uo  admite  interpretación,  (i) 

Hay  otra  razón  mas  para  que  la  Corte  Suprema  no  de¬ 
biera  haber  aceptado  la  incitativa:  es  que  ella  no  ha  sido  co¬ 
municada  por  el  órgano  legal.  Los  diversos  Ministerios  de  Es¬ 
tado  tienen  atribuciones  especiales  que  no  deben  confundirse, 
ni  es  dado  al  Poder  Ejecutivo,  siuó  en  casos  especialísimos,  co¬ 
municar  sus  decisiones  por  otro  órgano  que  el  del  Ministerio 
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respectivo.  En  asuntos  de  justicia  y  tratándose  de  someter  á 
juicio  á  una  corporación  que  no  es  suoalterna  6  ájente  del  Po¬ 
der  Ejecutivo,  según  lo  define  la  Constitución,  el  Supremo  Go¬ 
bierno  debió  comunicar  su  deliberación  por  medio  del  Ministe¬ 
rio  de  Justicia  y  no  por  el  de  Gobierno,  que  no  es  el -conducto 
regular,  así  como  no  lo  era  para  estatuir  reglas  en  materias 
económicas,  razón  que  entre  'muchas  determinó  la  conducta 
acriminada  del  Concejo.  Este  no  puede,  por  consiguiente,  re¬ 
signarse  á  ser  juzgado  partiendo  la  acción  de  una  via  irre¬ 
gular. 

Otra  irregularidad  de  procedimiento  consiste  en  haber 
dado  la  Corte  Suprema  curse  por  la  via  criminal  á  la  incitativa 
del  Gobierno;  pues  si  el  conflicto  entre  los  Concejos  Munici¬ 
pales  de  La  Paz  y  otros  Departamentos  con  el  Gobierno  pro¬ 
venia  de  la  cuestión  sobre  inconstitucionalidad  de  un  acto  del 
Ejecutivo  y  la  Suprema  se  creía  autorizada  á  conocer  en  la 
causa,  en  virtud  de  la  atribución  2a  del  art.  82  de  la  Constitu- 
cion,  es  obvio  que  debía  previamente  proceder  por  la  via  civil 
de  puro  derecho  y  no  pasar  á  la  criminal  sino  cuando  resultase 
que  existía  delito  cometido  por  los  Concejales.  Mas,  empezar 
por  el  juicio  criminal  en  el  presente  caso,  es  condenar  antes 
de  juzgar;  es  dirimir  una  competencia  de  atribuciones  sin  ju¬ 
risdicción  para  hacerlo;  es  servir  de  instrumento  pasivo  á  una 
de  las  partes  que  quiere  hacer  prevalecer  su  autoridad,  sobre¬ 
poniéndose  á  las  leyes  y  á  la  Carta. 

Ha  tenido  presentes  tan  poderosas  razones,  el  Concejo 
que  presido,  para  declinar  de  jurisdicción,  como  lo  ha  hecho 
ya  ante  la  Corte  Suprema. 

Ante  ella  espondrá  además  que  los  arts.  214  y  330  (j)  del 
código  penal,  en  cuya  sanción  se  nos  supope  incursos,  no  son 
aplicables,, existiendo  terminantemente  el  artículo  376,  (k)  casos 
i?  y  &°  y  último  inciso  del  mismo  código,  que  exculpa  al  Coa- 
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cejo,  y  el  art.  378  (1)  que  en  el  peor  caso  para  nosotros,  no  im¬ 
pone  sinó  pena  correccional. 

Espero  por  lo  que  llevo  espuesto,  que  U.  tendrá  presen¬ 
te  esta  esposicion  para  suspender  todo  procedimiento  en  e* 
sumario  á  que  me  refiero,  mientras  Ir  Corte  Suprema  resuelva 
el  recurso  de  incompetencia  con  arreglo  á  los  arts.  414  y  421 
del  Procedimiento  criminal.  Debo  hacer  presente  que  mientras 
tanto  los  miembros  del  Concejo,  sin  dejar  de  obedecer  al  man¬ 
damiento  de  comparendo  (m)  librado  contra  eilos,  están  resueltos 
á  negarse  á  prestar  sus  indagatorias,  porque  no  pueden  reco¬ 
nocer  la  jurisdicción  á  U.  delegada  y  porque  tienen  en  su  apoyo 
el  art.  7?  de  la  Constitución  del  Estado. 

Sírvase  U.  resolver  como  teugo  pedido:  será  justicia,  &. 

Otro  sí:  que  ha  llegado  á  uuestra  noticia  que  en  este 
sumario  está  interviniendo  el  Fiscal  de  Partido  del  2o  Tribu¬ 
nal,  siendo  así  que  se  nos  asegura  que  el  Fiscal  d,el  1er.  Tri¬ 
bunal  es  el  que  ha  recibido  la  comisión  ad  hoc  del  Fiscal  jene- 
ral,  comisión  personal,  que  no  debe  eludir  sin  causal  motivada, 
por  mas  que  se  alegue  la  impersonalidad  del  Ministerio  público: 
si  es  así,  esta  es  otra  irregularidad  de  procedimiento  de  que 
reclamo  en  la  forma  de  arriba. 

La  Paz,  á  17  de  Agosto  de  1874. 

H.  Simbron. 

— j —  -g  ♦  - 

Poder  conferido  por  los  Señores  Presidente  y  Voca¬ 
les  del  Honorable  Concejo  de  La  Paz. 

En  la  Ciudad  de  la  Paz  de  Ayacucbo,  á  horas  dos  de  la 
tarde  del  diez  y  siete  del  mes  de  Agosto  de  mil  ochocientos  se¬ 
tenta  y  cuatro  años:— Ante  mí  el  Ciudadano  Lorenzo  Vargas, 
Notario  Público  .de  primera  clase  con  residencia  en  la  Capital 


de  este  Distrito  J udicial  y  testigos  infrascritos,  se  constituye¬ 
ron  en  esta  mi  oficina  los  SS.  Munícipes  de  esta  Capital,  Her- 
inenejildo  Simbron,  Presidente;  José  Víctor  Perez;  Isaac  Tama- 
yo,  Secretario;  Canuto  Querejazu;  José  Durandeau;  Vicente  Her¬ 
rera;  Benigno  Arce;  Teodomiro  Camaoho;  Dámaso  Gutiérrez; 
José  Carmen  Venegas;  José  Enrique  de  Guerra  y  Emilio  Silva; 
todos  de  esta  vecindad,  mayores  de  edad,  el  segundo,  cuarto, 
noveno,  décimo  y  undécimo  solteros,  los  demas  casados,  el 
cuarto  y  décimo  comerciantes,  el  sesto  de  oficio  ebanista  y  los 
demas  propietarios,  capaces  para  celebrar  contratos,  á  quienes 
doy  fé  conozco,  y  dijeron:  que  por  el  presente  confieren  sus 
veces  y  dán  su  poder  bastante,  eficaz  y  legal,  cual  por  derecho» 
se  requiere,  á .  ,  especial,  para  que  arreglado  á  las  ins¬ 

trucciones  que  le  comunicaren  y  representando  sus  personas  y 
derechos,  se  apersone  ante  los  Tribunales  de  Justicia  de  la 
República  y  en  especial  ante  la.  Corte  Suprema  y  defienda,  por 
todos  los  grados  é  instancias,  la  causa  criminal,  que  á  incitativa 
del  Supremo  Gobierno  y  del  Sr.  Fiscal  de  la  República  se  ha 
mandado  organizar  contra  los  comparecientes  por  la  Corte  Su¬ 
prema,  delegando  la  comisión  al  primer  Tribunal  de  esta  Ca¬ 
pital.  En  su  mérito,  hará  con  generalidad  todo  cuanto  sea 
conveniente  á  la  defensa  y  para  que  como  cuestión  de  órden 
se  establezca  la  jurisdicción  para  este  juzgamiento;  pues,  para 
ello,  sus  incidencias  y  emerjeneias  es  conferido  el  actual  sin 
limitaciou  alguna  con  todas  las  facultades  dispuestas  por  dere¬ 
cho  á  los  fines  indicados  con  mas  las  de  eujuiciar,  seguir  lo 
enjuiciado,  jurar,  tachar,  abonar,  recusar,  apelar,  compulsar, 
decir  de  nulidad,  desistí rse,  admitir  desistimientos,  presentar 
pruebas,  con  mas  la  de  sostituir.  Y  eu  su  testimonio,  así  dije¬ 
ron,  lo  otorgaron  y  firmaron  con  los  testigos  que.  se  hallaron 
presentes  y  lo  fueron  los  Ciudadanos  Domingo  Larrea  y  Luis 
Suarez,  ambos  de  este  vecindario,  solteros,  mayores  de  edad> 
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comerciantes,  capaces  para  este  acto  y  de  toda  exepcion,  quie¬ 
nes  como  los  Sen  >res  comparecientes  quedaron  iutelijenciados 
de  su  tenor,  próvia  lectura  de  principio  á  fin,  de  que  signado, 
doy  fé. 

HERMENEJILDO  SIMBRON —  JOSÉ  VICTOR  PEREZ— 
ISAAC  TAMAYO-CANUTO  QUEREJAZU— JOSÉ  DURANDEAU— VI¬ 
CENTE  HERRERA— BENIGNO  ARCE— TEODOMIRO  CAMACHO— 
DÁMASO  GUTIERREZ— JOSÉ  CARMEN  VENEGAS— JOSÉ  ENRIQUE 
de  GUERRA— EMILIO  SILVA— Domingo  Larrea ,  testigo — Luis 
Suarez,  testigo — (Aquí  un  signo)  — Lorenzo  Vargas ,  Escribano 
público  de  Solivia. 

- ♦  b»- - 

Señores  Presidente  y  Tócales  del  S.  Tribunal  de  Jus¬ 
ticia. 


Con  el  poder  bastante  que 
acompaña,  se  manifiesta  por 
parte  y  declina  de  jurisdicción 
en  la  causa  que  espresa. 

K  N.  Procurador  del  número,  á  nombre  del  Concejo 
Departamental  de  la  Paz,  mediante  el  poder  bastante  que  a- 
compmo,  ante  el  Suprema  Tribunal  de  la  Nación,  presentán¬ 
dome  digo:  que  los  miembros  de  la  Corporación  que  represen¬ 
to  han  sido  sometidos,  á  incitativa  del  Ejecutivo,  á  un  juzga¬ 
miento  criminal,  bajo  el  supuesto  de  haber  desobedecido  ór¬ 
denes  superiores  emanadas  de  autoridad  legal;  bajo  el  supues¬ 
to  de  que  las  Municipalidades  son  ajentes  subalternos  del  Po¬ 
der  Ejecutivo  y  como  á  tales  les  son  aplicables  las  disposicio¬ 
nes  del  capituló  5o,  título  6o,  libro  2?  del  Código  Penal. 

Aunque  no  es  ocasión  todavía  de  manifestar  que  el  Con¬ 
cejo  de  la  Paz  no  ha  delinquido,  ni  traspasado  la  esfera  legal 
de  sus  atribuciones,  no  puedo  dejar  de  representar,  como  an- 


tecedente  indispensable,  que  hacer  reclamos  ó  representaciones 
sobre  los  fueros  y  atribuciones  de  las  Municipalidades  y  pedir 
la  observancia  de  la  Constitución,  no  constituye  nunca  uu  he¬ 
cho  que  pueda  calificarse  de  civneu,  ni  mu  de  falta  correc¬ 
cional;  cuando  se  procede  en  justicia  y  moderación,  no  solo  por 
el  respeto  que  se  debe  al  Gobierno,  sino  también  por  el  deco¬ 
ro  que  co»*respon  de  al  mismo  Cuerpo  Municipal. 

Verdad  es,  Señor,  que  la  Municipalidad  no  es  un  poder 
político;  pero  si  es  una  institución  social,  base  de  la  democra¬ 
cia,  que  se  deriva  de  la  familia  para  atender  á  cada  localidad 
en  todas  aquellas  funciones  doméstica?  que  no  tienen  relación 
con  la  política,  tales  como:  la  edilidad,  la  salubridad,  comodi¬ 
dad,  ornato,  recreo  y  demás  encargados  á  su  vijilancia  y  cui¬ 
dado  paternal.  ¿Tales  funciones  cómo  podrían  llenarse  debida¬ 
mente  sin  que  la  ley  diera  á  los  Concejos  toda  la  independen¬ 
cia  de  acción  necesaria  y  pusiera  á  su  alcance  todos  los  me¬ 
dios  indispensables  para  satisfacer  las  urj entes  necesidades 
de  la  comunidad?  Las  Municipalidades  sin  vida  propia,  sin 
libertad,  entrabadas  á  la  acción  del  Poder  Ejecutivo,  sujetas 
á  su  tutela  inmediata,  vendrían  á  ser  entidades  nulas,  mera¬ 
mente  nominales,  quedando  así  absorvida  y  centralizada  su  ac¬ 
ción  administrativa  y  económica,  que  es  lo  que  ha  querido  e- 
vitar  el  lejislador  al  cóusiguar  en  la  Constitución  la  atribución 
10a  del  artículo  89,  cuyo  tenor  literal  es  el  siguiente:  “Recau- 
11  dar,  administraré  invertir  sus  fondos,  así  como  recaudar  y 
“  administrar  los  pertenecientes  á  los  establecimientos  de  ca- 
“  ridad  y  beneficencia,  nombrarlos  empleados  de  estos  ramos 
“  y  señalar  sus  sueldos."  Nótese  bien  la  diferencia  que  hay 
entre  el  primer  período  y  el  segundo  y  se  saldrá  de  toda  duda 
al  ver  la  que  importa  la  palabra  invertir  que  significa  em¬ 
plear  ó  gastar,  la  que  no  existe  en  el  segundo  período,  que  es 
mas  restrinjido.  ¿De  dónde  se  deduce  entonces  el  derecho  que 
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el  Gobierno  pretende  tener  para  que  la  Municipalidad  le  pida 
su  aprobación  hasta  para  gastos  urjentes  que  pasen  de  la  mi- 
serable  suma  de  cincuenta  pesos  y  someta  á  su  sanción  pre¬ 
via  todos  sus  presupuestos?  De  ninguna  disposición  legal,  por 
cierto,  sinó  de  la  doctrina  centralizadora  contra  la  cual  todos 
los  pueblos  luchan  sin  tregua  ni  descanso,  para  llegar  así 
paulatinamente  al  réjimeu  federal,  forma  indispensable  de  las 
democracias  y  hasta  de  las  monarquías  constitucionales,  me¬ 
diante  esa  preparación  sancionada  ya  por  la  Constitución  de 
1871,  que  ha  rechazado  el  réjimeu  de  unidad  en  la  definición 
del  artículo  1? 

'y  •;  ■  '  •  ; ,  : 

Además  no  es  cosa  nueva  en  nuestrd  derecho  publico 
consuetudinario  el  reconocer  la  descentralización  de  las  rentas 
municipales  y  mas  que  todo  su  libre  administración  ó  inver¬ 
sión ;  pues  desde  el  Gobierno  colonial  los  ayuntamientos  ó  ca¬ 
bildos  tenían  sus  rentas  especiales,  con  el  nombre  de  propios 
y  arbitrios,  que  los  manejaban  ó  invertían  con  entera  liber¬ 
tad  en  provecho  de  sus  necesidades.  ¿Y  sería  posible  que  la 
Municipalidad  republicana  fuese  de  peor  condición  que  la  co¬ 
lonial?  No  se  puede  concebir  tal  cosa  sinó  por  la  perversión 
de  ideas  nacida  de  la  empírica  é  inconsulta  manía  de  tras¬ 
plantar  las  institucionescentralizadoras  del  cesarismo  francés  de 
ayer  y  del  cesarismo  aleman  de  hoy  dia  á  una  república  que 
reposa  en  principios  diametralmente  opuestos. 

Tal  ha  sido,  Señor,  el  punto  objetivo  del  Concejo  Depar¬ 
tamental  de  la  Paz  en  las  reclamaciones  que  dírijió  al  Gobier¬ 
no,  quien  las  llevó  ante  el  Consejo  de  Estado,  cuya  resolución  no 
podía  dejar  de  ser  desfavorable  á  la  Municipalidad;  la  que  con¬ 
vencida  de  la  injusticia  de  aquella  corporación,  volvió  á  insis¬ 
tir  conforme  á  los  casos  1?  y  3?  y  último  inciso  del  artículo 
376  del  Código  Penal;  porque  ninguna  resolución  ardiconstitu- 
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cional  obliga  á  su  cumplimiento,  ni  hace  responsables  á  los 
funcionarios  del  desobedecimicuto  á  las.  órdenes  superiores. 
De  tal  derecho,  ejecutado  por  la  Muuicipalidad  conforme  á  las 
leyes,  hace  el  Gobierno  una  cuestión  de  órden  público  é  incita 
al  Señor  Fiscal  Jeneral,  á  cuyo  requerimiento  el  Presidente 
del  Supremo  Tribunal  ordena  la  organización  del  sumario 
por  medio  del  Presidente  del  1er.  Tribunal  de  Partido  de  La 
Paz. 

Fijados  estos  antecedentes  que  no  tienen  por  objeto 
hacer  la  defensa  de  la  Municipalidad,  sinó  enunciar  incidental¬ 
mente  los  derechos  y  fueros  que  le  conceden  la  ley  y  los 
principios  del  derecho  publico,  quizá  ofendiendo  la  alta  i- 
lustracion  de  los  jurisconsultos  eminentes  que  forman  el  Su¬ 
premo  Tribunal,  pasaré  á  lo  principal  de  mi  solicitud. 

Desde  que  se  sancionó  la  Constitución  Política  de  1871, 
la  Corte  Suprema  no  puede  conocer  de  otras  causas  ni  juzgar 
á  otros  funcionarios  que  los  designados  por  el  artículo  82  de 
la  Carta;  y  como  los  Concejos  y  Juntas  Municipales  no  están 
comprendidos  en  ninguno  de  esos  casos,  la  Corte  Suprema 
no  tiene  jurisdicción  para  encausar  á  la  Corporación  que  re¬ 
presento.  Él  decreto  dictatorial  de  24  de  Enero  de  1859  está 
abrogado  por  el  artículo  105  de  la  Constitución  eu  cuanto  es¬ 
ta  restrinje  las  atribuciones  del  Supremo  Tribunal  ea  lo  rela¬ 
tivo  al  caso  presente,  debiendo  aplicarse  las  deposiciones  de 
la  Carta  con  preferencia  á  las  leyes  y  é  tas  á  las  demás  re¬ 
soluciones,  como  lo  manda  el  artículo  104.  Además  dicho  decre¬ 
to  dictatorial  de  24  de  Enero,  fuó  dictado  como  complemento  á 
la  organización  municipal  creada  por  la  dictadura  el  año  58,  or¬ 
ganización  que  vino  en  tierra  con  la  Carta  y  el  Reglamento 
lejislativo  de  Municipalidades  del  61,  que  crearou  la  institu¬ 
ción  Municipal  sobre  bases  distintas  y  mucho  mas  amplias. 
Todavía  hay  que  notar  que  dicho  decreto  dictatorial  tuvo  por 


principal  objeto  reglamentar  el  previo  administrativo  para  juz¬ 
gar  a  las  Municipalidades,  el  que  ha  sido  abolido  por  ley  de 

9  de  Agosto  del  61. 

Por  último  el  artículo  33  del  Reglamento  de  Municipa¬ 
lidades  de  29  de  Octubre  de  1871,  decretado  en  virtud  de  es¬ 
pecial  autorización  dada  por  la  Asamblea  en  21  del  mismo 
mes  y  año,  dispone:  ‘‘Un  decreto  especial  determinará  la  for- 
“  ma  y  el  modo  de  hacer  efectivas  las  responsabilidades  en 
u  que  incurr  ió  las  Municipalidades  en  el  ejercicio  de  sus 
“  funciones/'  No  habiéndose  dado  aun  tal  ley  que  designe 
al  Juez  que  debe  conocer  de  esos  asuntos,  ni  la  Corte  Supre¬ 
ma,  ni  la  da  Distrito,  ni  el  Tribunal  de  Partido  pueden  juzgar 
á  las  Municipalidades,  porque  el  juez  y  la  forma  del  juicio  de¬ 
ben  preexistir  con  anterioridad  al  hecho  y  no  ser  determina¬ 
dos  posteriormente,  según  lo  prescribe  el  artículo  6?  de  la 
Constitución. 

El  asunto  que  orijina  este  reclamo,  no  debió  haber  to¬ 
mado  el  jiro  que  impreditamente  se  le  ha  dado,  con  violación 
de  todas  las  leyes  y  formas  establecidas  por  la  Corte.  A  la 
ilustración  leí  Supremo  Gobierno  correspondía  consultar  á  la 
legislatura  sobre  la  jenuiua  y  verdadera  iutelijencia  de  la  a- 
tribiv-ion  10a  del  artículo  89  de  la  Constitución,  para  que  se 
resuelva  conforme  á  su  artículo  103. 

Y  si  acaso  quiso  acudir  ai  mas  alto  Tribunal  de  Justi¬ 
cia  de  la  Nación,  éste  no  podia  proceder  por  la  vía  criminal, 
ántes  de  encontrar  delito  en  la  conducta  del  Concejo;  para 

10  cual  era  indispensable,  que  como  cuestión  prejudicial  tratá- 
ra  por  la  vía  ordinaria  de  derecho  y  en  virtud  de  la  atribución 
2R  del  artículo  82  de  la  Constitución,  sobre  la  constituciona- 
lidad  ó  inconstitucioualidad  de  los  actos  del  Ejecutivo  que 
se  suponen  desobedecidos,  y  que  si  lo  han  sido,  es  como  tales, 
con  arreglo  al  artículo  ya  citado  376  del  Código  Penal. 

Tales  son,  Señor,  los  fundamentos  en  que  apoyo 


—36— 

la  declinatoria  de  jurisdicción  que  interpongo  contra  los 
procedimientos  del  Señor  Presidente  de  esta  Suprema  Cor¬ 
te.  Para  lo  que,  á  UU.  pido. se  sirvan  revocar  la  providencia 
por  él  espedida,  de  que  he  hecho  mérito  y  cuya  f^cha  no  ci¬ 
to  por  no  haber  sido  comunicada  á  mi  parte,  y  sea  con  arre¬ 
glo  á  ley:  será  justicia,  etc. 

Agosto  de  1874. 

Evaristo  Valle.— José  R  Gutiérrez — Abogados. 


Solicitud  al  Cuerpo  Legislativo- 

Señor. 


Piden  una  decisión  espresa, 
que  deslinde  la  jurisdicción  mu¬ 
nicipal  en  el  órden  económico — 
y  que  se  declare  ilegal  el  enjui¬ 
ciamiento  á  que  se  les  ha  so¬ 
metido. 

El  Presidente  y  Concejales  del  Concejo  Departamental 
de  la  Paz,  en  uso  del  derecho  de  petición,  solicitan  de  la  Re¬ 
presentación  Nacional  que  estatuya  lo  que  fuere  legal  sobre 
varios  actos  del  Poder  Ejecutivo,  que  en  sentir  de  los  peti¬ 
cionarios  destruyen  los  fueros  y  prerogativas  municipales  re¬ 
conocidos  por  la  Constitución,  contrarían  directamente  sus 
tendencias  centralizadoras  y  ponen  la  organización  política  de 
la  Nación  en  camino  de  cimentar  la  acción  absorvente  del 
Poder  central,  para  aplicar  en  todo  su  desarrollo  el  funesto 
principio  de  la  “tutela  administrativa, u  estigmatizado  por  to¬ 
dos  los  publicistas,  sin  exepcion  de  los  de  la  Francia,  donde 
su  monstruosa  obra  ha  producido  tan  fatales  consecuencias. 
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Xo  es  un  vauo  empeño  de  crear  conflictos  al  Gobierno, 
que  nos  merece  todos  nuestros  respetos,  el  que  nos  hace  lla¬ 
mar  á  las  puertas  de  la  Lejislatura  con  esta  representación; 
ni  la  situación  sub-judlce,  en  que  la  insistencia  del  Gobierno 
nos  ha  colocado,  la  que  nos  hace  apelar  á  este  recurso,  cuando 
podemos  afrontar  con  frente  serena  y  cosechando  honra,  los 
procedimientos  judiciales  por  ilegales  y  vejatorios  que  sean; 
es  porque  comprendemos  que  la  cuestión  de  autonomía  del 
municipio  es  la  mas  trascendental  de  las  cuestiones  del  dere¬ 
cho  público  interior  de  nuestro  país;  porque  estamos  persua¬ 
didos  que  ella  es  la  piedra  angular  de  la  Constitución  política; 
porque  vuestra  decisión  tiene  que  marcar  la  primera  etapa 
de  la  marcha  de  la  Constitución,  sea  en  camino  á  la  descentra¬ 
lización  progresiva  hasta  llegar  á  la  federación,  sea  robuste¬ 
ciendo  y  acumulando  las  prorogativas  del  poder  central  y  a- 
cabando  por  producir  la  autocracia  en  el  hecho,  auuque  encu¬ 
bierta  con  formas  democráticas; — porque,  en  ñu,  es  preciso 
que  os  pronunciéis  sobre  si  es  6  no  posible  la  vida  municipal, 
aunque  no  sea  si  nú  como  en  el  réjimen  colonial  del  pasado; 
aunque  no  sea  sino  como  en  pueblos  que  no  profesan  el  dogma 
republicano,  como  en  Inglaterra,  Bóljica  y  el  Brasil — es  por  es¬ 
to  y  penetrados  de  la  impersonalidad  y  gravedad  del  asunto, 
que  los  que  suscriben  vienen  á  pediros  la  toméis  en  inme¬ 
diata  consideración  entre  vuestras  augustas  tareas  y  deis 
término  á  una  contienda  de  derecho. 

Los  antecedentes  de  este  asunto  derivan  inmediatamen¬ 
te  de  la  Circular  pasada  por  el  Ministerio  de  Gobierno  á  los 
Concejos  Departamentales  con  fecña  2  de  Marzo  ultimo. 

El  Concejo  Departamental  de  la  Paz  y  sucesivamente 
los  de  Sucre,  Coehabamba,  Potosí,  Santa-Cruz,  el  Litoral  y  de¬ 
más,  representaron  con  la  enerjía  del  derecho  y  con  el  respeto 
que  se  debe  al  Gobierno,  la  inconstitucionalidad  de  la  medida 
■y  solicitaron  tácita  ó  expresamente  su  revocatoria  ó  el  api  a- 
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zamienfco  hasta  la  deliberación  de  la  Lejislatura.  La  repre¬ 
sentación  que  hicieron  los  Concejales  de  la  Paz  lleva  fecha  17 
de  Marzo  y  se  rejistra  en  copia  certificada  entre  los  anexo» 
a  esta  petición. 

En  ella  el  Concejo  de  la  Paz  hizo  ver  el  .modo  legal, 
fundamental,  único  bajo  el  cual  concebía  la  institución  del  Mu- 
cipio;  desarrolló  la  teoría  constitucional  de  su  organización; 
puso  en  relieve  su  autonomía  consagrada  por  la  ley,  por  la  cos¬ 
tumbre  (ó  jurisprudencia  administrativa  como  la  apellida  el  E- 
jecutivo),  por  la  historia  y  por  las  doctrinas  inconcusas  de  la 
ciencia  administrativa,  acabando  por  pedir  la  reconsidera¬ 
ción  del  acto  manifiestamente  ilegal  ó  apelando  á  la  delibera¬ 
ción  del  Congreso  que  no  tardaría  en  reunirse,  único  llamado 
á  deslindar  funciones  y  teorías  constitucionales. 

El  Supremo  Gobierno  recibió  la  representación  del  Con¬ 
cejo  de  la  Paz  .con  cierto  enfado  no  encubierto,  como  lo  re¬ 
vela  el  final  de  la  representación  que  hizo  el  Concejo  de  Sucre 
en  diez  y  seis  de  Abril,  á  pesar  de  que  nosotros  nos  habíamos 
ceñido  á  lo  estrictamente  legal  y  hasta  á  las  restricciones  co¬ 
munes  y  ordinarias  del  artículo  376  del  código  penal;  y  acabó 
por  someter  la  cuestión  á  la  deliberación  del  Consejo  de  Esta¬ 
do,  por  resolución  de  ocho  de  Abril. 

La  Municipalidad  de  la  Paz,  que  no  habia  suscitado  com¬ 
petencia  al  Ejecutivo,  sino  dirijídole  una  representación;  y  que 
aun  cuando  la  hubiera  suscitado,  no  podía  reconocer  en  el  Con¬ 
sejo  de  Estado  el  derecho  de  interpretar  las  atribuciones  cons¬ 
titucionales  de  los  Poderes  públicos,  representó  nuevamente 
al  Ejecutivo  en  catorce  de  Abril  (oficio  que  tambieu  se  acom¬ 
paña  anexo)  y  antes  de  conocer  la  resolución  de  aquella  corpo¬ 
ración,  que  no  se  sometía  á  la  deliberación  de  ella  y  que  pe¬ 
dia  al  Ejecutivo  simple  reconsideración. 

El  Consejo  de  Estado  pronunció,  sin  embargo,  la  reso¬ 
lución  do  veinticinco  de  Abril,  siendo  de  notar  que  ella  recayó 
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sola  y  oclusivamente  sobre  la  reclamación  del  Municipio  de 
la  Paz,  habiendo  habido  desentendencia  y  preterición  absoluta 
de  los  análogos  y  fundados  reclamos  de  los  otros  Concejos  De¬ 
partamentales,  sobre  los  cuales  hasta  hoy  no  ha  pronunciado 
una  sola  palabra  ni  el  Ejecutivo  ni  el  Consejo  de  Estado. 

La  resolución  de  éste  merece  un  análisis,  al  menos  so-r- 
mero,  para  poner  en  relieve  la  clásica  tortura  que  se  ha  dado 
á  los  dogmas  constitucionales  y  la  maniñesta  intrusión  lejisla- 
tiva  con  que  ha  procedido. 

El  primer  considerando  juzga  “inaplicable  al  caso  el  in¬ 
ciso  20  del  art.  45  de  la  Constitución”;  pero  olvida  que  exis¬ 
te  el  inciso  segundo  del  mismo  artículo  y  que  no  se  trata  de 
competencia  abierta  al  poder  Legislativo,  sinó  al  Ejecutivo. 

El  segundo  establece  inocentemente  que  “no  son  conflic¬ 
tos  nacionales  las  competencias  que  se  suscitan  en  guarda  de 
los  intereses  locales  del  municipio”;  y  llega  hasta  la  inverosímil 
aseveración  de  que  otro  tanto  “sucedería  también  bajo  el  ré- 
jimen  federativo.”  Para  llegar  á  sentar  tal  doctrina,  seria  pre¬ 
ciso  olvidar  la  historia,  la  ciencia  política  y  la  Constitución  del 
Estado;  seria  menester  ignorar  los  hechos  palpitantes  de  actua¬ 
lidad  que  nos  suministra  la  vida  pública  de  la  mayor  parte  de 
las  naciones  civilizadas;  seria  necesario  ignorar  las  tradiciones 
del  pueblo  español,  luchando  desde  Carlos  V,  y  desde  siglos  an¬ 
tes  por  los  fueros  y  prerogativas  de  las  comunidades;  habria 
que  borrar  de  nuestra  lejislacion  madre  la  historia  de  los  Ayun¬ 
tamientos,  que  fueron  una  de  sus  mas  altas  instituciones  polí¬ 
ticas  y  administrativas,  y  borrar  las  mas  bellas  de  entre  las 
Ordenanzas  del  Perú;  habria  que  cerrar  los  ojos  á  la  doble  ten¬ 
dencia  de  centralización  y  descentralización  que  es  la  clave  de 
los  problemas  de  Gobierno  hoy  dia  y  que  es  el  permanente  con¬ 
flicto  nacional  de  que  tienen  que  ocuparse  todos  los  léjisladores; 
habria,  en  fin,  que  borrar  de  nuestra  Coustituciou  la  Sección  10* 


(¡I ae  al  establecer  las  Municipalidades  con  vida  propia  é  inde¬ 
pendiente  de  toda  .jerarquía  administrativa,  no  comprendida  en 
la  burocracia  dependiente  del  'Ejecutivo,  ha  sido  consecuente 
con  la  tendencia  latente  en  el  art.  Io  de  ir  progresivamente  del 
réjimen  unitario,  á  la  perfecta  descentralización. 

Los  conflictos  entre  el  poder  local  y  el  central  son,  pues, 
verdaderos  conflictos  nocionales ,  con  mas  razón,  con  mas  justi¬ 
cia  que  los  que  se  producen  “entre  las  cortes  de  distrito  y  la 
de  casación”,  reservados  á  la  decisión  del  Lejíslativo;  porque 
estos  últimos  no  versan  sino  sobre  el  ejercicio  de  la  aplicación 
de  la  ley  y  aquellos  nacen  de  las  atribuciones  inherentes  ¿  los 
poderes  públicos. 

Los  considerandos  tercero  al  sesto  tratan  de  establecer 
la  competencia  del  Consejo  de  Estado  para  fallar  “soberana¬ 
mente  en  la  cuestión”,  aplicando  al  caso  la  atribución  sesta 
del  art.  59  de  la  Constitución— en  cuanto  habla  de  competencias 
entre  los  Concejos  municipales  y  las  autoridades  políticas.  Hay 
en  esto  un  error  de  apreciación  fácil  da  desvanecer  La  ley 
citada  habla  de  competencias  jurisdiccionales  entre  el  municipio 
y  las  autoridades  políticas  de  órdén  subalterno,  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones;  pero  no  puede  alcanzar  hasta  ios  casos  en 
que  uno  de  los  poderes  públicos  dicte  resoluciones  evidente¬ 
mente  contrarias  á  la  constitución,  ocasionando  un  conflicto  de 
atribuciones  primarias  y  esenciales,  ó  destruyendo  la  naturaleza 
y  la  organización  del  Municipio;  caso  en  el  cual  el  Poder  Lejis- 
lativo  es  el  único  que  puede  homologar  (3  invalidarla  resolu¬ 
ción  reclamada,  declarándola  contraria  ó  conforme  á  la  Constitu¬ 
ción.  No  se  concibe  como  el  Consejo  de  Estado  pueda  ser  so¬ 
berano  para  deliberar  sobre  las  infracciones  constitucionales  de 
los  actos  del  Ejecutivo,  sin  usurpar  atribuciones  jenuiuamente 
lejislativas  y  colocándose  encima  de  ese  poder,  cuando  la  Cons¬ 
titución  solo  lo  La  colocado  en  la  alta  jerarquía  administrativa, 
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en  un  nivel  que  si  tal  vez  sea  igual,,  no  es  superior .  al  Ejeen--. 
tivo.  Se  vé  pues  que  la  frase  “autoridades :  políticas”,,  emplea¬ 
da  en  el  inciso  anotado,  tiene,  una, aplicacipq  .restrinjidaj.. pues  si 
fuera  amplia,  no  escaparía  á  la  definición  el  mismo  Cuerpo:  Le-: 
jislativo,  que  también  es  autoridad  política,  y  vendríase  á  parar 
en:  que  el  Consejo  de  Estado  le  es  superior. 

Los  considerandos  primero  y  segundo,  relativos  ,al  fondo 
de  la,  cuestión*  parecen  dar  á  entender  que  así  como  el  Ejecu* 
tiy o  estuvo  autorizado  por  la  ley  de  21  de, Octubre  de.  1871  paf? 
ra  espedir  el  Reglamento  de  29,del  mismo,  pudo,  en.tiso.de  esa 
autorización,  espedir  la  Circular  de  2  de  Marzo,,  como  comple* 
mentaría  de  aquel.  Difícil  es  calificar  semejante  doctrina  que 
choca, con  las  reglas  mas  triviales  de  la  administración.  La 
autorización  lejislativa  de  21  de  .Octubre  no  fuó,  ni  pudo  ser  perT 
pétua;  era  ad  hoc  para  espedir  el  Reglamento,  Una  vez  decrer 
tado  este,  caducó  la  autorización  de  pleno  derecho.  Bajo  el 
pretesto  de  complementar  la  reglamentación,  no  ha  podido  pos? 
teriormente  el  Ejecutivo  arrugarse  la  facultad  de  lejislar  sobre 
las  atribuciones  municipales.  Y  aun  cuando  sean  de  su  resorte 
las  leyes  reglamentarias,  estas  no  pueden  alterar  la  ley  primor¬ 
dial,  en  cuyo  rango  está  colocado  el  Reglamento  de  ,29  de  Oc¬ 
tubre. 

El  tercer  considerando  asienta,  ademas  de  lo  anterior, 
que  la  circular  de  2  de  Marzo  “es  conforme  á  los  incisos  2°  y 
25  del  art.  71  de  la  Constitución.”  No  se  sabe  si  el  texto  cons¬ 
titucional  de  que  hace  uso  el  Consejo  de  Estado  sea  diverso 
del  que  se  conoce  comunmente;  pero  en  la  edición  oficial  de  la 
Carta,  la  atribución  (no  inciso)  segunda  del  art.  71  habla  de 
instrucciones  y  reglamentos  para  la  ejecución  de  las  leyes,  “po¬ 
ro  no  para  alterar  las  leyes;  y  la  atribución  vijésima  quinta  La¬ 
bia  “de  las  rentas  públicas  y  de  los  bienes  nocionales"  que  son 

6, 
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distintos  de  rentas  locales  y  de  bienes  municipales,  con  los  que 
no  pueden  confundirse,  sin  ofender  al  sentido  coman. 

El  cuarto  considerando  es  simplemente  superfino  é  im¬ 
pertinente;  porque  el  Conceio  departamental  ni  nadie  ha  recla¬ 
mado  contra  la  ley  de  21  de  Octubre  de  1871;  por  el  contrario, 
apoyados  en  ella  es  que  nosotros  reclamamos  el  cumplimiento 
de  las  atribuciones  municipales,  detalladas  por  el  Reglamento — 
Ley  de  29  del  mismo,  que  ratifica  la  atribución  10a  del  art.  89 
de  la  Constitución,  que  el  Consejo  de  Estado  ha  pasado  en  com¬ 
pleto  ó  inescusable  silencio.  Si  acaso  se  trae  á  colación  tal 
ley  para  lejitimar  la  circular  de  2  de  Marzo,  ya  hemos  dicho  al 
respecto  lo  suficiente. 

El  quinto  considerando  omite  ex-profeso,  el  tomar  en 
cuenta  los  arts.  88  y  89  de  la  Carta,  que  deberian  haberse  me- 
rituado  al  citar  el  87. 

El  sesto  considerando  es  contra-producente,  desde  que 
reconoce  solo  en  la  Lejisiatura  el  derecho  de  censura  sobre  la 
acción  reglamentariá  del  Ejecutivo. 

El  sétimo,  entre  una  algarabía  de  citas  contra-producen- 
tes  de  leyes  que  apoyan  la  autonomía  municipal  y  de  la  ley 
ñoancial  del  Estado  que  no  viene  al  caso,  vuelve  como  en  cír¬ 
culo  vicioso  á  tratar  de  fundar  la  competencia  del  Consejo  de 
Estado,  so  pretesto  de  llenar  con  su  acción  censora  un  su¬ 
puesto  vacio  de  la  Constitución. 

El  octavo  y  el  noveno  concluyen  por  creer  que  la  cir¬ 
cular  reclamada  no  ha  menoscabado  los  fueros  municipales,  y 
el  décimo  acaba  por  decir  que  el  Concejo  Municipal  de  la  Paz 
no  ha  podido  hacer  uso  del  derecho  de  petición  sin  incurrir  en 
desafuero.  Hay  que  leer  dos  veces  esta  frase  para  conven¬ 
cerse  de  que  está  escrita.  De  modo  que  para  el  Cousejo  de 
Estado,  la  Municipalidad  de  la  Paz  está  fuera  de  la  ley  común; 
para  ella  no  existen  ni  el  derecho  de  petición  consagrado  por 
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la  Carta  en  pro  de  cualquier  ciudadano,  ni  el  derecho  de  repre» 
sentar  que  tiene  todo  funcionario  y  que  hasta  bajo  la  férula 
del  coloniaje  existia  bajo  la  fórmula  de  “obedezco  pero  no 
cumplo”;  ni  siquiera  el  derecho  precioso  que  reconoce  el  artí¬ 
culo  378  del  Código  penal.  ¿Que  crimen  tan  grande  ha  come¬ 
tido  el  víame  i  pió  paceño  para  haber  incurrido  en  tan  tremen¬ 
do  anatema? 

Por  último,  la  parte  dispositiva  declara  inconstitucional 
la  reclamación  aludida  y  que  debe  cumplirse. 

Tal  ha  sido  la  declaratoria  de  esa  respetable  corpora¬ 
ción,  declaratoria  de  cuyos  efectos  reclamamos  ante  la  sobe¬ 
ranía  nacional. 

Decimos  de  sús  efectos,  porque  trasmitida  ella  ai  Con¬ 
cejo  departamental  de  La  Paz,  este  en  21  de  Abril,  volvió  á 
representar  al  Ejecutivo  la  irregularidad  de  trámites  á  que 
se  había  sometido  su  otra  representación  y  á  manifestar 
que  solicitaba,  apoyada  en  la  ley,  una  resolución  lejislativa 
que  deslicdára  la  jurisdicción  económica  de  las  Municipalida¬ 
des.  Llamamos  vuestra  atenciou,  Señor,  sobre  ese  documento 
que  nada  tiene  de  inconveniente  en  el  fondo  ni  en  la  forma. 

El  Ejecutivo  entonces  y  sin  someter  á  iguales  trámites 
las  representaciones  de  los  demas  Concejos  departamentales, 
ha  incitado  al  Fiscal  Jeneral  de  la  República,  para  que  requiera 
nuestro  juzgamiento  y  el  del  Concejo  departamental  de  Co- 
chabamba,  así  como  el  de  la  Junta  municipal  de  Tapacarj,  por 
la  vía  criminal. 

La  Corte  Suprema,  avocándose  una  jurisdicción  que  no 
tiene,  pues  el  decreto  dictatorial  de  24  de  Enero  de  1859  está 
abrogado  por  el  art.  82  de  la  Constitución  y  por  el  33  del  Re¬ 
glamento-ley  de  29  de  Octubre,  está  procediendo  en  el  asunto; 
hecho  ilegal  que  ha  motivado  la  solicitud  respectiva  (que  tam¬ 
bién  se  acompaña  en  copia). 


He  ahí,  iSéñor,  los' antecedentes  precisos  con  los  chales 
venimos  á  pedir  á  Vuestra  soberanía  pongáis  término  á  esta 
enojosa  cuestión. 

No  entraremos  nuevamente  á  debatir  la  doctrina  cons¬ 
titucional  en  que  se  apoya  la  autonomía  municipal.  Basta  re¬ 
correr  los  diferentes  documentos  anexos  á  este  memorial, 
comprobar  las  citas  de  las  leyes  en  que  se  apoyan  y  examinar 
con  verdad  y  calma  la  índole  propia  de  los  poderes  locales, 
aunque  no  fueran  mas  que  sindicatos,  para  establecer  la  lega¬ 
lidad  de  nuestras  jes  ti  unes. 

Reproducimos,  por  <o  mismo,  cuanto  se  ha  dicho  por  este 
Concejo  en  sus  oficios  al  Ejecutivo  de  17  de  Marzo  y  21  de  A- 
bril.  Reproducimos  igualmente-  la  representación  del  Concejo 
.  de.  Cochabamba  de  22  de  Marzo,  la  dei  Concejo  de  Sucre  de  17 
de  Abril  y  las  análogas  de  los  damas  Concejos  departamentales 
.de.  la  Repüblica. 

Así  mismo,  reiteramos  las  razones  que  hemos  aducido 
.ante  la  Corte  Suprema;  declinando  de  jurisdicción,  para  pedir  al 
Cuerpo  Lejislativo  dicte  la  Ley  de  que  hacia  ei  art.  33  del  Re¬ 
glamento  de  29  de  Octubre. 

<  Aquí'  deberiamos  terminar;  pero*  ha  de  permitírsenos,  en 
pró  do  la  magnitud  de  la  causa  por  ia  que  abogamos,  reforzar 
•  nuestro  reclamo,  tomando  por  apoyo  el  texto  dei  art.  32  de  la 
Carta. 

'  Ese  precepto  considera  incorporados,  entre  los  derechos 
y  garantías  que  otorga  la  Constitución,  todos  aquellos  que  sin 
'  estar  enunciados  espresamente,  “nacen  de  la  forma  republicana 
,dq>  gobierno”. 

;  Eu  él  nos  fundamos  para  sostener  como  amplia  y  abso¬ 
luta  la  i  autonomía  municipal. 

No.  hemos  de  ir  á  buscar,  Señor,  el  modelo  de  nuestras 
leyes  políticas  en  la  Francia,  el  país  centralizado  por  exeelen- 
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cía,  donde  todos  "sus  gobiernos/  desde  Luis  XIV,  Kobesplerré  y 
Napoleón  I  basta  Napolen.i  III  y  IVfac-uiáhón,  no  se  han  empe- 
fiado  mas  que  eu  producir  lamas  monstruosa  de  las  centrali¬ 
zaciones,  á  cuyas  esajeracíones  se  deben'  todos  los  males  de 
ésa  ilustré  nación.  No  liemos  de  parodiar  instituciones  conde¬ 
nadas1  por  estadistas  franceses  como  Léróy,  Beaülieu  y  Lábou- 
laye  y  miradas  con  desprecio  por  los  publicistas  de  los  demas 
pueblos.  No  hemos  de  tomar  por  múdelo  las  aspiraciones  jer- 
inánicas  de  concentrar  en  su  emperador  toda  la  autdctacia  de 
Pontífice  y  OéAir,  pava  mantener  pendientes  de  la  punta  de  su 
espada  los  destinos  de  la  Europa.  Pueblo  republicano,  que 
profesa  pbr  dogma  la  democracia,  hemos:  de  buscar  nuestros 
principios  constitutivos  en  el  desarrollo  de  nuestras  institucio¬ 
nes  tradicionales,  por  la  aplicación  oportuna,  constante  y  sis¬ 
temada  de  los  dognnts  que  profesan  los  pueblos,  que  están  á 
nuestra  vanguardia  eu  el  camino  de  la  república  y  aun  lésnq‘ue 
se  hallan  en  las  monarquías  verazmente  constitucionales,  cuyo 
modo  de  ser  se  aproxima  mas  á  nuestros  instintos,  qúe  -el ‘ab¬ 
solutismo  galo  y  j  erarán  ico. 

Y  bien,  si  la •Francia  y  la  Alemáhia  gozándola  institu¬ 
ción  llamada  u tutela  adm  i  nistrati  va”,  que  lá  Inglaterra  y  los  Es¬ 
tados  Unidos  no  poseen  ni  envidian;  si  en  aquellos  puebibs  hay 
lo  que  taita  en  estos,  la  verdadera  burocracia  ó  jerarquía  ad¬ 
ministrativa,  mecanismo  por  el  cual  las  autoridades  políticas 
tienen  la  misión  de  vijilar  é  intervenir  en  las  Asambleas  pro¬ 
vinciales  y  municipales;  esa  injerencia  que  destruye  la  iniciati¬ 
va,  la  responsabilidad  y  mantiene  la  inercia,  el  abandono,  no 
'  existen  en  el  Reino  Unido  ni  en  la  gran  República.  Léase  á 
cualquier  publicista  inglés  ó  americano,  y  se  verá  que  las  lo¬ 
calidades  son  señoras  absolutas  de  sus  presupuestos  y  de  sus 
cuentas;  no  dán  jamás  intervención  á  la  autoridad  política,  ni 
tienen  que  temer  la  intrusión  del  poder  central  por  sí  ó  por 


— 46 — 

sus  delegados.  Supérfluo  es  demostrar  cuanto  desarrollo  dá 
este  réjimen  á  la  iniciativa,  al  interés  por  la  cosa  pública  en 
todos  y  cada  uno.  En  este  sistema  la  salvaguardia  de  los  par¬ 
ticulares  y  del  Estado  están  en  ios  límites'  fijados  por  la  ley 
á  los  impuestos  locales;  en  la  vijilaucia  que  ejercen  los  contri¬ 
buyentes;  en  la  autoridad  de  los  tribunales  comunes,  tan  com¬ 
petentes  en  lo  administrativo  como  en  materia  civil,  á  los  que 
pueden  apelar  los  ciudadanos. 

El  artículo  103,  atribución  segunda  de  la  constitución 
de  la  monarquía  belga  otorga  iguales  garantías  á  los  muni¬ 
cipios. 

El  articulo  167  de  la  constitución  del  Brasil  consagra 
la  absoluta  independencia  del  municipio  en  la  administración 
financiera  de  las  ciudades  y  pueblos. 

Idéntica  es  la  atribución  sesta  del  artículo  128  de  la 
constitución  de  Chile. 

No  hace  dos  años  que  se  ha  dictado  en  el  Perú  una  ley 
que  consagra  el  amplio  ejercicio  del  poder  municipal. 

De  intento  no  hacemos  citas  de  constituciones  federales. 

¿Pero,  á  qué  ocurrir  á  lejislaciones  estrañas?  La  auto¬ 
nomía  del  municipio  está  consignada  de  una  manera  irrevoca¬ 
ble  por  nuestro  derecho  consuetudinario. 

En  la  época  colonial  los  ayuntamientos  eran  soberanos 
en  la  inversión  de  sus  fondos.  Lo  eran  hasta  las  comunidades 
de  indios  con  los  fondos  de  cajas  de  comunidad,  creados  por 
las  ordenanzas  del  Perú. 

El  decreto  orgánico  de  municipalidades  espedido  el  24 
de  marzo  de  1853,  dice  en  su  artículo  20:  “Las  juntas  mu¬ 
nicipales  administrarán  sus  fondos  y  bienes  con  absoluta  in¬ 
dependencia. “  Y  esto  era  bajo  el  réjimen  de  la  dictadura! 

El  réjimen  municipal  de  hoy  es  idéntico  y  aun  mas  am¬ 
plio  que  el  creado  por  la  constitución  de  1861  y  es  sabido  que 
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los  Concejos,  que  funcionaron  hasta  1865,  conservaron  en  lo  e- 
conómico  la  mas  absoluta  independencia. 

La  ley  de  municipalidades  de  8  de  octubre  de  1868  en 
su  artículo  21  dispone  que  “los  Concejos  municipales  admi¬ 
nistraran  sus  bienes  y  fondos  con  absoluta  independencia.11 

Y  será  posible  imajinar  que  las  Municipalidades  crea¬ 
das  por  la  Constitución  de  1871  sean  de  peor  condición  que  ’ 
las  que  funcionaron  en  1859  y  en  1869  y  aun  estén  en  peor 
condición  que  las  del  siglo  pasado,  debiendo  hallarse  cuando 
menos,  en  condiciones  análogas  á  las  que  funcionaron  de  1861 
á  1865? 

Yed,  Señor,  cuanta  razón  tenemos  para  reclamar  como 
constitucional  la  teoría  de  la  autonomía  municipal,  fundada  en 
todas  cuantas  leyes,  tradiciones  y  prescripciones  de  la  consti¬ 
tución  vijente  se  qaiera  consultar. 

Pronunciad,  pues,  vuestro  tallo  soberano. 

Declarad  la  autonomía  del  municipio,  interpretando  la 
sección  décima  de  la  Constitución  y  en  especial  la  atribuoion 
décima  del  artícuJo  89. 

Declarad  la  autonomía  municipal  como  dogma  republi¬ 
cano,  reconocida  por  el  artículo  3 2  de  la  Carta. 

Declarad  que  la  atribución  2a  del  artículo  71,  no  auto¬ 
riza  al  Gobierno  para  violar  la  Constitución  ó  alterar  las  le¬ 
yes. 

Declarad  que  en  la  atribución  vijésima  quinta  del  mismo 
artículo,  no  se  comprende  entre  las  rentas  públicas  á  los  bie¬ 
nes  y  rentas  municipales. 

Declarad  que  la  autorización  dada  al  Ejecutivo  para  es¬ 
pedir  una  ley  reglamentaria,  caduca  desde  que  se  dicta  dicha 
ley. 

Espedid,  en  fin,  la  ley  de  que  habla  el  artículo  33 
del  Reglamento — ley  de  29  de  Octubre  de  1871,  declarando 


— m— 

queja  Corte  . Suprema  ha  ultra-pasado  el  artículo  82  de  la 
Constitución,  atribuyéndose,  jurisdicción  que  no  le  compete,  pa¬ 
ra  ,  avocarse  nuestro  juzgamiento. 

Esjta  representación  se  limita  á  los  actos  del  Ejecutivo, 
relativos  a  la  competencia  finaacial  de  las  Municipalidades.. 
En.  otra  posterior,  el  Concejo  volverá  á  solicitar  una  resolución 
de.,  Vuestra  Soberanía,  sobre  otros,  actos  espedidos  cqu  análo¬ 
gas  trasgresiones  de  la  Carta,  especialmente  en  el  ramo  dp 
Instrucción  pública. 

Entre,  tanto,  dignaos  acojer  nuestra  petición. 

La  Paz,  Agosto  21  de  1874. 

Señor, 

HERMANE JILDO.  SIMRRON— JOSÉ  VICTOR  PEREZ— 
EMILIO  SILVA— JOSÉ  ENRIQUE  DE  G UERRA— BENIGNO  ARQE— 
ISAAC  T AMAYO — VICENTE  HERRERA-CANUTO  QUEREJAZU — 
DAMASO  GUTIERREZ— LINO  MONASTERIOS— TEODOMII^p  CAMA- 
CHO— LUIS  I.  LANDA. 


La  Paz,  Agosto  19  de  1874. 

Al  Señor  Presidente  del  Concejo  Municipal 
Señor. 

Teniendo  necesidad  urjente  de  .ausentarme  de  .  la  Ciu¬ 
dad,  á  mérito  de  la  licencia  que  obtuve  del  Concejo  Municipal, 
de  la , que  he  estado  haciendo  uso,  tengo  el  honor  de  espresar 
al  Concejo  por  el  digno  órgano  de  U.  que  me  adhiero  á  las  re¬ 
soluciones  que  acuerde  la  corporación  durante  mi  ausencia 
en  el  juicio  que.se  instruye  por  órden,  Suprema  á.  los  .-Vocales 
dd,.Con.cqjo. 
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Cotí  este  motivo  me  es  grato  reiterar  al  Señor  Presi- 
deute  las  consideraciones  de  mi  mayor  aprecio. 

Dios  guarde  á  U. 

Emilio  Silva. 

— , -  - 

La  Paz,  á  22  de  Agosto  de  1874. 

Señor  Presidente  de  la  Municipalidad. 

Señor. 

Por  haber  estado  á  desempeñar  una  comisión  en  ser¬ 
vicio  del  Concejo  y  habe>-  faltado,  con  tal  motivo,  incidental- 
meute,  á  la  sesión  en  que  se  suscribió  la  representación  de  la 
Municipalidad  al  Cuerpo  Lejislativo:  apesar  de  que  el  suplen¬ 
te  llamado  en  mi  lugar  ha  llenado  mi  vacío  en  el  respecto: 
me  creo,  Señor  Presideute,  en  el  derecho  de  solicitar  se  me 
tenga  por  suscrito  en  la  predicha  representación; — con  tanto 
mas  motivo  reclamo  este  honor,  cuanto  que  se  podrían  dar 
equívocas  interpretaciones  á  la  falta  de  mi  firma  en  un  docu¬ 
mento  que  tiene  la  noble  misión  de  procurar  el  deslinde  de  la 
cuestión  independencia  municipal ,  á  que  con  toda  notoriedad, 
conciencia  y  convicción  me  he  consagrado. 

Sírvase,  pues,  Señor  Presidente,  dar  conocimiento  de  es¬ 
te  oficio  al  respetable  Concejo. 

Dios  guarde  á  IT. 

S.  P. 

José  C.  Venegas. 
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La  Pax*  Agosto  23  de  1874, 

Al  Señor  Presidente  del  Concejo  Municipal  del 
Departamento. 

Señor. 

Aunque  en  la  nota  reclamatoria  de  la  autonomía  del  po¬ 
der  Municipal  conforme  á  la  Carta,  no  ture  el  honor  de  que 
aparezca  mi  firma,  sin  embargo,  en  las  posteriores  dirijidas 
con  el  mismo  propósito  suscribí  con  una  conciencia  plena;  por 
lo  que  ruego  á  U.  se  sirva  decir  á  mis  colegas,  que  me  hallo 
dispuesto  á  arrastrar  las  consecuencias  de  tan  honorable  me¬ 
dida,  y  les  pido  me  tengan  por  suscrito  en  todos  sus  acuer¬ 
dos  referentes,  y  por  uno  de  esos  encausados  por  la  incitativa 
del  Ejecutivo. 

Quiera  U.  ser  deferente  en  ello  con  su— 
atento— seguro— servidor. 

Ignacio  L*  de  Zapata, 


La  Paz,  Agosto  24  de  1874. 

Al  Señor  Presidente  del  Concejo  Múnicipal. 
Señor. 

Tengo  la  honra  deponer  en  su  conocimiento  y  por  su 
órgano,  al  del  Honorable  Concejo,  que  me  adhiero  á  todas  las 
decisiones  que  la  Municipalidad  espida,  en  defensa  de  la  au-= 
tonomía  del  Poder  Municipal,  y  que  me  sujeto  á  todas  las  con¬ 
secuencias  que  de  ellas  resulten. 

Espero  quiera  ü.  tener  la  bondad  de  deferir  á  mi  pre¬ 
sente  comunicación,  aceptando,  al  propio  tiempo,  las  conside¬ 
raciones  de  mi  mayor  estima,  con  que  me  suscribo  su  atento 

S.  S. 

Lino  Monasterios . 


Presidencia  del  Concejo  Municipal  del  Departamento — La  Paz, 
á  25  de  Agosto  de  1874^ 

Vistos  en  Cuácelo:  apréeiase  debidamente  el  voto  de  ad¬ 
hesión  manifestado  por  !o.>  Señores  Munícipes  Emilio  Silva,  Jo¬ 
sé  .  .Carinen  Veoegas,  Igpa^o  L.  Zapata  y  Liuo  Monasterios. 
Tómese  razón,  publíquese  por  la  prensa  y.  contéstese^. 

H,  Simbron. 

Isaac  Tamaye*— Secretario . 

AfS  •''  '  Ir-  r  K+tV* i'*%’ 


NOTAS 


(a)  La  atribución  3a  del  Consejo  de  Estado,  artículo  59  de  la 
Constitución,  textualmente  dice:  “Dictaminar  sobre  los  pro¬ 
yectos  de  ley  ó  de  reglamento  que  el  Gobierno  le  pase 
por  via  de  consulta.” 

(b)  Solo  al  Poder  Lejislativo  le  corresponde  “dar  leyes,  inter¬ 
pretar  y  abrogar  las  existentes.”  [caso  2o  del  art.  45.] 

(o)  Atribuciones  del  art.  89  de  la  Constitución;  y  las  del  art. 
15  del  Reglamento  de  Municipalidades. 

(d)  “Cuidar  de  la  recaudación  é  inversión  de  las  rentas  pú¬ 
blicas,  y  de  la  Administración  de  los  bienes  Nacionales, 
conforme  al  presupuesto  Nacional  y  demas  leyes.”  [atribu¬ 
ción  del  Ejecutivo]— Las  rentas  municipales  no  son,  pues, 
NACIONALES. 

(e)  “Las  rentas  y  propiedades  que  la  ley  señala  á  las  Munici¬ 
palidades,  son  tan  inviolables  como  las  de  todo  boliviano. 
El  Gobierno  que  las  ataque  ó  disponga  de  ellas,  será  res¬ 
ponsable  en  juicio  ante  la  autoridad  competente.”  [Art.  88 
de  la  Carta.] 

(f)  Art.  33— “Son  nulos  los  actos  de  los  que  usurpen  funcio¬ 
nes  que  no  les  competen,  así  como  los  actos  de  los  que 
ejercen  jurisdicción  ó  potestad  que  no  emane  de  la  ley.” 

(g)  Véase  la  nota — [e]. 

(h)  El  art.  10  de  la  Constitución  declara  que  “todo  hombre 
tiene  derecho  de  usar  y  disponer  de  sus  bienes,  no  pu- 
diendo,  &.” 

(i)  “Nadie  puede  ser  juzgado  por  comisiones  especiales  ó  so¬ 
metido  á  otros  jueces  que  los  designados  con  anteriori¬ 
dad  al  hecho  de  la  causa .  Los  atentados  contra  la  segu¬ 
ridad  personal  hacen  responsables  á  sus  autores  inmedia- 
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tos,  sin  que  pueda  servirles  de  escusa  el  haberlos  come¬ 
tido  de  órden  superior”  [art.  6?  de  la  CoDStitucion.] 

(j)  Art.  214  del  Código  penal:— .“Aun  eutre  las  corporaciones, 
juntas  ó  asociaciones  establecidas  ó  autorizadas  por  las 
leyes,  toda  confederación  que  hicieren  unas  con  otras  para 
oponerse  á  alguna  disposición  del  Gobierno  ó  de  las  auto¬ 
ridades,  ó  para  impedir,  suspender,  embarazar  ó  entorpe¬ 
cer  la  ejecución  de  alguna  ley,  reglamento,  acto  de  justicia 
ó  servicio  lejítimo,  ó  para  cualquiera  otro  objeto  contrario 
á  las  leyes,  fuera  de  los  casos  en  que  estas  permitan  sus¬ 
pender  la  ejecución  de  las  órdenes  superiores,  será  casti¬ 
gada  con  arreglo  al  capítulo  sesto,  título  6?,  libro  2?.” — Art. 
380  del  mismo  Código:— “Si  el  concierto  celebrado  eutre  dos 
ó  mas  funcionarios  públicos  fuere  directamente  para  resis¬ 
tir,  frustrar  ó  impedir  de  cualquiera  otro  modo  la  ejecu¬ 
ción  de  alguna  ley,  reglamento,  acto  de  justicia,  servicio 
lejítimo  ú  órden  superior  no  comprendida  en  los  cuatro  ca¬ 
sos  esceptuados,  sufrirán  los  reos  la  privación  de  sus  car¬ 
gos  con  inhabilitación  perpétua  para  obteuer  otro  público 
y  una  prisión  de  tres  meses  á  un  año,  doblándose  esta  pe¬ 
na,  si  efectivamente  se  resistiere,  frustrare  ó  impidiere  di* 
cha  ejecución  en  virtud  del  concierto,  todo  sin  perjuicio  de 
mayor  pena  en  el  caso  espresado.” 

(k)  Art.  376  del  Código  penal: — “Igual  pena  [la  de  suspensión 
ó  cargo  de  seis  meses  ó  un  año,  &  ]  se  impondrá  al  que  di¬ 
fiera  ejecutar  ó  hacer  ejecutar  la  órden  superior,  aunque 
sea  con  pretesto  de  representar  acerca  de  ella,  exepto  en 
los  casos  siguientes:  Primero  cuando  la  órden  superior  sea 
opuesta  á  la  CONSTITUCION:  Segundo  cuando  no  sea  co¬ 
municada  con  las  formalidades  que  la  ley  requiera,  ó  haya 
algún  motivo  para  dudar  prudentemente  de  1a,  autenticidad 
de  la  órden:  Tercero,  cuando  sea  una  resolución  del  Go¬ 
bierno  ó  de  otra  autoridad  subalterna,  obtenida  evidente- 
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mente  ,  con  engaño,  ó  evidentemente  dada  contra  la  ley  en 
perjuicio  de  tercero:  Cuarto  cuando  de  la  ejecución  de  la 
órden  resulten  ó  se  teman  probablemente  graves  males, 
que  el  superior  no  haya  podido  proveer.  Aunque  en  estos 
casos  podrá  el  ejecutor  de  la  órden  suspender  bajo  su  res¬ 
ponsabilidad  la  ejecución  para  representar  al  que  la  haya 
dado,  sufrirá  las  penas  respectivas  cou  arreglo  á  este  capí¬ 
tulo,  sino  hiciere  ver  en  la  misma  representación  la  certeza 
dé  los  motivos  que  álegue:  Si  él  superior  repitiere  la  ór- 
deu  después  de  enterarse  de  la  representación,  deberáeum- 
plir  y  ejecutarla  iiimíliatamaute  el  inferior,  excepto  en  el 
único  cuso  ele  ser  manifiestamente  contraria  a  la  CONS¬ 
TITUCION,  reservándosele  el  derecho  de  dar  la  queja  a  quien 
corresponda .” 

(1)  “La  falta  de  cumplimiento  de  cualquiera  ley,  decreto  ó 
reglamento  que  no  téhga  pena  señalada  en  este  Código 
[penal],  y  que  ceda  en  perjuicio  de  tercero,  será  castigada 
en  ei.  funcionario  publico  que  la  cometa  con  la  pena  de 
suspensión  de  quince  dias  á  seis  meses*”  (art.  37$) 

(in)  £1  mandamiento  fué  de  aprehensión  .y  no  el  de  compa¬ 
rendo,  sin  tener  en  cuenta  que  este  era  un  caso.de  córte. 


